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SINOPSIS 




			 




			La proclamación de la Segunda República también significó un intento de normalización de la política exterior española, cuya ausencia del gran tablero global repercutía negativamente en su economía y en su proyección internacional. Dentro de esta nueva dinámica diplomática, se situó el acercamiento hacia una URSS, cuyo reconocimiento oficial hasta entonces se había ignorado. No se trataba de ideología, sino de puros intereses: se trataba de acceder al petróleo y a las materias primas y de hallar nuevos mercados para unas exportaciones diezmadas por la crisis de los años treinta. Y, a ello, dedicaron sus esfuerzos gobiernos de todos los colores. 




			Sin embargo, el inicio de la guerra civil distorsionó, cuando no hizo olvidar interesadamente desde el franquismo, toda esta relación previa. Al no poder contar con la ayuda de las democracias contemporáneas, la República tuvo que fiarlo todo al apoyo soviético y este vínculo fue utilizado propagandísticamente por el bando sublevado. Es en este momento que surgen los mitos franquistas –algunos de ellos retomados por el actual revisionismo— sobre la sovietización de España, sobre el oro de Moscú y sobre la supuesta voluntad de la Internacional Comunista de hacer suya la Península. Gracias a un ingente trabajo de archivo y a la localización nueva «evidencia primaria relevante de época» española y rusa, el reconocido historiador Ángel Viñas logra el libro definitivo sobre La República española en tiempos de Stalin, actualizando sus investigaciones previas sobre la financiación de la guerra, la ayuda soviética o el papel del presidente Juan Negrín e insiriéndolas en una ambiciosa y completa interpretación del periodo. 
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				Any historian is required to make judgments. The very nature of history is the attempt to discover meaning. That’s what makes history different from mere chronicle. 


				 


				Allen C. Guelzo 




				 




				History has to be rewritten in every generation, because although the past does not change, the present does; each generation asks new questions of the past and finds new areas of sympathy as it re-lives different aspects of the experiences of its predecessors. 


				 


				Christopher Hill 




				 




				Nothing changes more constantly than the past, for the past that influences our lives does not consist of what actually happened but of what was believed happened.  


				 


				Gerald W. Johnson 




				 




				Chi si occupa di Storia si spoglia di simpatie e preconcetti. Ha un solo dovere: documentarsi e documentare. Si pone domande, scava negli archivi, se si imbatte in carte che non conosce le interroga e ne ascolta la voce, pronto a mutare parere se esse gli dicono parole nuove; infine propone risposte attendibili: non sue elucubrazioni, di cui nessuno saprebbe che fare, ma riflessioni fondate su dati inoppugnabili. Lo storico non ha sentimenti né inclinazioni. Ragiona. 


				 


				Aldo A. Mola 




			




	 


	 	

	 



			 




			Introducción 




			 




			No hay historia definitiva. Tampoco hay historiadores definitivos. Estas conclusiones las aplico a otros autores y no objeto a que se apliquen también a quien esto escribe. Cada uno de nosotros lo hace desde su tiempo y con las evidencias disponibles. Ninguno de ambos factores es estático. El primero fluye al igual que las perspectivas que dominan en un momento u otro. Las segundas se enriquecen con la aparición de bases documentales previamente desconocidas que suscitan nuevas preguntas y planteamientos. De estas obviedades siempre he sido consciente. Esta obra lo ilustra. 




			En lo que al primer factor se refiere, es obvio que la situación política, económica y social de España ha variado en el curso de los últimos años. En enero de 2020 se formó el primer gobierno de coalición desde agosto de 1938. Un repaso, siquiera somero, al Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados durante las discusiones que precedieron a su formación muestra la animadversión profunda, con frecuencia histérica, entre quienes iban a quedar en la oposición. Las acusaciones contra un nuevo «Frente Popular» o un gobierno «social-comunista» no cesaron. La crispación y polarización fueron duraderas, alimentadas por medios escritos y digitales. Ha quedado reflejada en internet. 




			Desde entonces, las referencias, hirientes, a la experiencia republicana entre 1931 y 1936 y a la guerra civil han sido habituales y han ido creciendo acompañadas de distorsiones, improperios o mentiras para llevar a la opinión pública dos tesis fundamentales. La primera, que la izquierda había regresado al poder para hundir el sistema democrático (como supuestamente había hecho en los años treinta y, en particular, durante la primavera de 1936). La segunda, que entonces fue para establecer poco menos que una dictadura parasoviética. Solo la victoria «nacional» en la guerra civil se lo impidió. 




			A mí me interesaron tales diatribas como ciudadano y como historiador. En mi primera condición, nada pude hacer salvo votar como millones de otros. Como historiador, sí he podido escribir algo, en la medida en que la oposición y sus soportes mediáticos continuaron acudiendo con tenacidad y desmesura a algunos capítulos específicos de la guerra civil que distorsionaron a placer. Entre los más destacados figuraron los de la represión en zona republicana y ciertos temas caros a la propaganda y «trolas» generosamente esparcidas durante los interminables años del franquismo. En ellos sobresalen la deformada relación entre la República española y la Unión Soviética en los años treinta. 




			Con respecto al primer tema, la represión, la literatura existente es abundante. En lo que se refiere al segundo, lo es menos, a pesar de que los historiadores, particularmente españoles, hemos ido arrojando luz sobre las distorsiones vinculadas a la etapa franquista. Quien esto escribe ha contribuido, bien o mal, a aclarar algunos malentendidos. Ante todo, y en particular, los relativos al sedicente «oro de Moscú». Mi investigación preliminar data de 1976 (El oro español y la guerra civil) y fue secuestrada. Cuando se levantó la prohibición, tras las elecciones de junio de 1977, se me pidió que no hiciese alharaca alguna. Funcionario disciplinado, me abstuve, pero preparé una versión ampliada que se publicó en 1979 (El oro de Moscú). Creí haber llegado al final de mis posibilidades. No había más fondos documentales accesibles entonces. 




			Tal fue la situación hasta que, con la apertura de los antiguos archivos soviéticos y la amabilidad de Carmen Negrín al permitirme trabajar en los papeles de su abuelo, cambió el panorama de fuentes primarias. En torno a la movilización del oro y su papel en la estrategia republicana durante la guerra civil en la escena europea escribí una trilogía (La soledad, El escudo y El honor de la República) y, con Fernando Hernández Sánchez, El desplome de la República. Demasiadas páginas que me indujeron a preparar un resumen que apareció en 2009. Sobre algunas de las manipulaciones hechas por la dictadura franquista añadí una larga puntualización en 2013 (Las armas y el oro). Nada de ello evitó que políticos, periodistas y medios desaprensivos continuasen propalando basura. 




			Ahora vuelvo a aspectos relacionados con aquel marco internacional gracias a nueva evidencia primaria relevante de época (EPRE) y lo hago en la senda del pos-2020. Tal documentación me induce a matizar algunas de mis propias conclusiones y a demostrar que escribir historia es, como tantas veces he subrayado, un tejer y destejer continuos. Este libro aborda, pues, aspectos que me han sido caros en años anteriores y en los que había advertido huecos que, en mi modesto entender, no han cubierto adecuadamente otros historiadores ni españoles ni extranjeros. 




			Con esta EPRE, y escribiendo en la turbia atmósfera política e ideológica española de los años tras 2020, creo poder demostrar que el expresidente de la República, Manuel Azaña, no se equivocó demasiado al escribir en los primeros meses de la posguerra en su exilio francés sobre la URSS y la contienda española. El texto es fácilmente accesible en el volumen VI de sus Obras completas, en la cuidada edición del profesor Santos Juliá. He sido crítico con Azaña en algunos de mis libros y me ha sido imposible exonerarle de responsabilidad por no haber sabido decapitar la conspiración que llevó al golpe de Estado de julio de 1936. Pero esto no significa negar sus dotes como analista político. 




			En tiempos muy revueltos, y con la amenaza de un gran conflicto europeo diseñándose en el horizonte, Azaña no vaciló en escribir sobre «la cooperación rusa en la defensa de la República», los temores que despertó y las alegrías que suscitó: 




			 




			Frente a la presencia importante, decisiva, de las potencias totalitarias en España, era fatal que se levantase, como antítesis necesaria, la de la presencia soviética y que se le achacasen un origen, un propósito, un resultado paralelos (aunque de signo contrario) a los de la intervención italo-alemana, sin pararse a averiguar el volumen exacto y las posibilidades de la cooperación rusa. 




			 




			El expresidente intuyó lo que iba a pasar, es decir, lo que ocurrió a lo largo de la duradera dictadura franquista y que continúa aleteando en la propaganda y en cierto tipo de historias. No en vano afirmó que «así es siempre la polémica política, que ni en la paz ni en la guerra suele guardar miramientos con la verdad».  




			El historiador tiende a ver el pasado de otra manera. Y, para bien o para mal, busca en la combinación de fuentes primarias y perspectivas temporales precisas la forma de aceptar y/o desechar las interpretaciones espurias. Este volumen comprende seis capítulos centrados en aspectos sensibles, y también muy deformados, sobre las relaciones bilaterales entre España y la URSS en los años treinta y la segunda mitad de los cincuenta del pasado siglo. Lo hace basándose en la interacción entre las afirmaciones de Azaña, la documentación ya conocida y otra que se aporta aquí, en general por primera vez. 




			¿Resultado? El mito de que la victoria franquista en la guerra civil evitó que en España se estableciera una República a la manera moscovita se deshace como un azucarillo, por mucho que lo hayan revivido autores y corrientes políticas e ideológicas muy significadas.  




			Empiezo por el principio: el nunca estudiado proceso de establecimiento de relaciones diplomáticas está basado esencialmente en documentación primaria española, francesa y británica, obtenida en el Archivo General de la Administración (AGA), los Archives diplomatiques de France (ADF) y los The National Archives británicos (TNA). El análisis corrobora en buena medida, aunque la enriquece con multitud de informaciones concretas, la orientación de los análisis azañistas: 




			 




			La República española (…) tardó dos años en reconocer de iure a la URSS. Hecho el reconocimiento en 1933, no se nombró embajador, ni se estableció ninguna otra relación política o diplomática. Se intentó redactar un protocolo, que sirviese para prevenir las posibles actividades políticas de la URSS en España (…) El Gobierno cayó en septiembre del 33, y las cosas quedaron en tal estado. Así continuaban en febrero de 1936, al constituirse un nuevo Gobierno republicano, esta vez sin participación socialista. Evidentemente, el reconocimiento hecho tres años antes había de formalizarse, estableciéndose con la URSS relaciones normales. Los trámites se llevaron con tan poca prisa que seis meses más tarde, al empezar la guerra, aún no se habían organizado las embajadas. 




			 




			Así pues, cuando se llevaron a la práctica las consecuencias del reconocimiento mutuo no fue por un capricho de los gobiernos del Frente Popular. Había una historia detrás. No preludiaba nada salvo una normalización a la manera británica, francesa, italiana o norteamericana porque no había la menor idea en el Gobierno español de proceder a un acercamiento ideológico o político a la URSS. Lo que ocurrió después fue un viraje imprevisto. 




			Para los siguientes capítulos me ha servido de mecanismo impulsor la documentación contenida en el volumen publicado en 2013 por el Boletín del Archivo de la Presidencia de la Federación de Rusia (APFR), SSSR i grazhdanskaya voyna v Ispanii: 1936-1939 gody (La URSS y la guerra civil en España, 1936-1939), que tradujo para mí Ricardo López Llambia. Fue el coronel Yuri Rybalkin el primer historiador, o uno de los primeros, en acceder a dicho archivo para estudiar la ayuda militar soviética a la República durante la guerra civil y a él se refirió constantemente en su obra clásica, disponible en castellano desde 2007. Lo conocí gracias a la intervención, que no olvidaré nunca, de mi admirada Adelina Kondratieva, desgraciadamente fallecida. 




			Este volumen ruso puede considerarse un equivalente tardío de las colecciones alemanas, británicas, francesas, italianas y portuguesas, que son con las que estoy más familiarizado. Coincide en su enfoque con el alemán, en la medida en que contiene exclusivamente documentos relacionados con la guerra civil y porque hace una cuidada selección de los trasladados desde distintos archivos ministeriales. Su cobertura es, sin embargo, mucho menos amplia. La Fundación Juan Negrín, y mi colega y amigo el profesor Juan Andrés Blanco, exdirector del centro de la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED) en Zamora, me ayudaron a financiar su traducción, que llevó tiempo. Que yo sepa, hasta ahora solo Jonathan Haslam y Daniel Kowalsky se han referido a tal colección entre los historiadores occidentales. Con este libro pretendo hacerla accesible al público español y, en la medida de lo imprescindible, diferir del primero. Esto no significa que ignore sus aportaciones, En particular, su brillante desarrollo de la crítica a la política británica dominada de forma difícilmente concebible por un anticomunismo primario en detrimento incluso de sus intereses de seguridad. Es obvio que el Reino Unido fue el «genio malo» contra el cual no pudo hacer nada la República, por mucho que lo intentara. 




			En junio de 2021, la doctora Ekaterina Grantseva tuvo la bondad, que no agradeceré bastante, de enviarme la última obra hasta entonces publicada en Moscú sobre relaciones hispano-soviéticas en la guerra civil. En ella se hace uso, limitado, de la anterior documentación, pero no aborda adecuadamente, en mi opinión, los aspectos que trato en este libro. Tengo diferencias sustanciales, por lo demás, con alguno de los autores, pero como no se trata de entrar en polémica, no me detendré demasiado en debatir puntos académicos. Mi intención ha consistido en contrarrestar las deformaciones del pasado y rellenar algunos de los huecos que existen en la literatura, sobre todo española, pero también en las más recientes publicaciones en lengua inglesa. No deseo hollar senderos trillados. Solo lo he hecho, con referencia a mis propios trabajos anteriores o a los de otros colegas, cuando ha sido imprescindible. Como toda colección documental, la rusa de 2013 tiene huecos que es preciso rellenar. 




			Los capítulos segundo a cuarto tocan temáticas ya tratadas en la trilogía, pero he ido incrustando aspectos adicionales que se desprenden de las nuevas evidencias y lo he hecho teniendo en cuenta el revival en estos últimos años de mitos perennes en la tradición franquista o filofranquista. Me he detenido en particular en la significación de los primeros y últimos envíos militares soviéticos al Gobierno republicano. En varias ocasiones me han permitido aclarar más de una incógnita y, en otras, mejorar tesis ya conocidas. Esto se observa en los temas relativos a la operación de venta del depósito de oro enviado a Moscú en octubre de 1936. Creo que con ello la he redondeado mejor. Ningún otro autor que conozca lo ha abordado hasta el momento. 




			Escribo lo que antecede con prudencia. En abril de 2021 me llegó el último libro de un joven pero ya muy prestigioso historiador norteamericano sobre Stalin y la segunda guerra mundial, Sean McMeekin. Sus tesis al respecto, que no me corresponde analizar, son muy provocativas. Están basadas en una consulta masiva de archivos soviéticos, polacos, búlgaros, franceses, ingleses, norteamericanos, alemanes, etc., y una amplia bibliografía. La guerra de España aparece solo en unas pocas páginas y, por desgracia, las fuentes en que se basa son esencialmente las rotundas afirmaciones del profesor Stanley G. Payne. Son con frecuencia poco afortunadas y, en mi opinión, una guía poco fiable. El desconocimiento de la abundante literatura, también en inglés, que tiene el profesor McMeekin sobre la conexión de la URSS con la guerra de España es, por lo demás, total. Su tratamiento de la cuestión del oro, de la ayuda soviética y en general de la política hacia la República es algo penoso. Por desgracia, tampoco puedo alabar el último tratamiento de Haslam en lo que a España se refiere. Confío, pues, que los capítulos que siguen contribuyan a ofrecer un resultado mejor y más depurado en ocasiones sobre las relaciones bilaterales hispano-soviéticas. 




			Puede parecer presuntuosa mi tesis de que a numerosos autores extranjeros las distorsiones generadas por cierta literatura secundaria, y el desconocimiento de la más avanzada, los han cegado un tanto sobre lo que significaron. Concretamente, en dimensiones que, en general, son muy apreciadas por una parte de la literatura en inglés: las de política exterior y asistencia bélica. De Payne poco puedo decir. Su «aproximación» al pasado, profundamente ideologizada, no tiene mucho que ver con la historia documentada. He tomado como muestra su, hoy por hoy, último refrito. 




			En el capítulo 5 he enriquecido el tratamiento que ya abordé en una obra complementaria aparecida en 2013. Lo he hecho con documentos españoles que debo a la amabilidad de don Carlos González Jiménez, descendiente de uno de los fotógrafos del Banco de España, Diego González Ragel. Prestó servicios importantes al posteriormente muy famoso Manuel Arburúa de la Miyar. También he acudido a la perspectiva soviética que hubo detrás de la respuesta de Pravda al descarado anuncio franquista de que, ocurrido el fallecimiento de Negrín, el Gobierno de Madrid ya estaba en posesión de la documentación que le permitiría reclamar a la URSS la devolución del depósito. Con ello dejo una vez más al descubierto las falacias de la dictadura. Debo señalar que la nueva documentación no me ha hecho variar mi tesis fundamental: la respuesta vehiculada por Pravda en 1957 no respondió del todo a la realidad de los hechos y la República NO quedó endeudada a la URSS. Al menos los rusos todavía no lo han demostrado. Desde luego, tiempo han tenido. 




			Por el contrario, en el sexto y último capítulo sí he realizado, espero, numerosas aportaciones en función de la EPRE localizada. En primer lugar, he examinado los rasgos generales del comercio exterior republicano durante la guerra, con una atención particular a las aportaciones institucionales centradas en la operación de una nueva empresa estatal, CAMPSAGENTIBUS. He abordado las dimensiones cuantitativas del comercio bilateral con la URSS y, sobre todo, he puesto al día mis tesis sobre la peculiar significación de la política soviética de tipos de cambios múltiples a la hora de establecer en dólares los precios de las exportaciones bélicas enviadas a España. Por desgracia, todos mis esfuerzos por conseguir información adicional de las autoridades rusas no dieron el menor resultado. En las obras que tratan de los aspectos económicos y de política exterior de la URSS en el período considerado es un tema que apenas si aparece. Al menos en las que he manejado. 




			He tratado de aplicar un enfoque similar al que ya utilicé en 1979 cuando abordé, al frente de un grupo de colegas y amigos economistas españoles, la política comercial exterior franquista, en particular entre 1936 y 1960. La combinación de textos legales, actuaciones políticas y resultados cuantificables se reveló entonces muy instructiva. No he visto razón ahora, tantos años después, para no reutilizar tal enfoque. Me he esforzado, como en el pasado, en dejar claro lo que puede mantenerse a partir de evidencias documentales y lo que es todavía materia de especulación. Ahora los historiadores rusos tienen la palabra para explicar en su momento, si así lo desean, los orígenes de los sobreprecios cargados a determinadas exportaciones soviéticas a la España republicana. 




			Este libro quizá no acalle el griterío ensordecedor de quienes siguen afirmando que el contexto internacional no tuvo mucho que ver con la derrota republicana y que esta fue esencialmente el subproducto de querellas internas. En particular, entre los opuestos al régimen de 1931 y defensores de la tesis de que en la España sublevada cinco años después despertó el supuesto destino «parasoviético» que aguardaba a la PATRIA y que hubo de contrarrestarse por el recurso a las armas en la guerra. 




			Nada de lo que antecede significa que el tema de las relaciones entre la España republicana y la URSS durante la guerra civil quede cerrado. Ni por el lado español ni por el ruso. El Archivo de Historia Militar de Moscú tiene el proyecto de publicar en ocho volúmenes una selección de entre las 4.500 páginas de informes que pasaron por la Dirección de Inteligencia Militar del Ejército Rojo (GRU). Se destinaban a los altos cargos del Comisariado para la Defensa, a mandos muy escogidos y, naturalmente, a los dirigentes del PCUS1 (Buró Político y de Organización del Comité Central). Obviamente Stalin recibió todos y cada uno. Los dos primeros volúmenes están disponibles online y el tercero ya ha aparecido en papel en el momento de escribir estas líneas. 




			Me parece indudable que todas estas miradas foráneas sobre la formación, aventuras y desventuras del Ejército Popular, basadas en EPRE pura y dura, no dejarán de impactar en el conocimiento de cómo fueron evolucionando la guerra civil y sus constreñimientos vistos desde el lado republicano (y también, probablemente, algo del franquista). Hay tarea para una nueva generación de historiadores. Mi agradecimiento es infinito a la profesora Olga Volosyuk, que tuvo la amabilidad de darme a conocer los dos primeros volúmenes. Solo he hecho mención de ambos, y siempre limitadamente, en unos aspectos concretos que me pareció que rellenaban algunos huecos o malas informaciones existentes en la literatura española. 




			Debo advertir al lector que sobre varios de los aspectos que aborda este trabajo han continuado publicándose en España numerosos artículos de prensa. Ninguno alcanza, ni por asomo, un nivel científico o académico mínimamente aceptable. En consecuencia, no los he tenido en cuenta. 




			El presente libro aparece en el tricentenario del establecimiento de relaciones hispano-rusas en 1723 y es, en parte, una continuación de los resúmenes con los que participé en una grandiosa obra colectiva, publicada en ruso y en castellano, en 2018. Fue fruto de un proyecto patrocinado por la Agencia Española de Cooperación Internacional, la embajada española en Moscú y la Universidad Nacional de Investigación rusa vía la Escuela Superior de Economía. Se presentó en el Ateneo de Madrid en marzo de 2019 con la participación de quien había sido hasta poco antes embajador en Moscú, Ignacio Ybáñez Rubio, y de su colega, el embajador ruso en España, Yuri Korchagin. 




			Gracias a la amabilidad de la profesora Volosyuk, directora del proyecto, participé en el consejo editorial en el que figuraron también especialistas de la talla de Ekaterina Yúrchik, Concepción Camarero Bullón, Francisco Fernández Izquierdo, José Ramón Urquijo Goitia, Piotr Yákovlev y Vsévolod Bagnó. Se abordaron las relaciones políticas, económicas y culturales desde la época de Felipe V. Al período republicano (incluida la guerra civil) no fue posible concederle demasiada atención. Escribí algunos pequeños artículos sobre temas como el petróleo, el oro y la ayuda soviética, sobre la base de investigaciones previas mías o de otros. Fernando Hernández Sánchez lo hizo sobre los comunistas españoles y la URSS; Javier Navarro Navarro, en torno a la imagen de esta última y el mito de la modernización; Tamara Veprétskaya, acerca de las relaciones culturales y científicas bilaterales; Magdalena Garrido Caballero, sobre los «niños de la guerra» en la URSS; y David Íñiguez Gràcia y David Gesalí, sobre los aviadores soviéticos en la guerra civil. Se añadió una serie de pinceladas sobre los diplomáticos soviéticos y españoles por parte de Vera Malay, Josep Puigsech Farràs y servidor. Con varios de ellos me ví, por Zoom, en un congreso que se celebró en Moscú en junio de 2021. Desde Bruselas no tuve oportunidad de emprender nuevos viajes de exploración a archivos. He recurrido a una parte de la documentación que había ido acumulando a lo largo de investigaciones anteriores. Con ello quiero subrayar que no pretendo haber escrito la última palabra sobre ninguno de los temas que ahora abordo. 




			El presente volumen se ha escrito en buena parte mientras la pandemia de la covid-19 nos continuaba azotando en sucesivas oleadas. Lo terminé mientras la imprevista guerra de Ucrania cambiaba bruscamente el panorama internacional y afectaba a las organizaciones multilaterales, tanto regionales como mundiales. He procurado no dejarme influir por tal evolución. 




			He contado con el apoyo de varios colegas y amigos. En lo que se refiere al primero y al sexto capítulos, con la entusiasta ayuda del subdirector del Archivo General de la Administración (AGA) Jesús Espinosa, quien me guio con mano segura por los fondos del antiguo Ministerio de Estado. En el Archivo Histórico Nacional debo agradecer la ayuda de su director, Juan Ramón Romero. En el Archivo General Militar de Ávila, la de Henar Rodríguez y su equipo. La doctora Pilar Sánchez Millas buscó información adicional en todos ellos. Pocos la superarán en cuanto a minuciosidad y entrega se refiere. Gracias a sus esfuerzos ha salido nueva EPRE a la luz que me ha permitido revisar tesis anteriores que no se han revelado correctas. También debo reconocer la suprema amabilidad del profesor Ricardo Miralles, que me hizo llegar una buena porción de documentos relacionados con la misión del embajador Pascua en Moscú. 




			Del mismo modo, han sido sumamente importantes, a decir verdad imprescindibles, los comentarios y críticas a borradores previos que hizo el embajador Juan Antonio Yáñez-Barnuevo con numerosas notas relativas a los aspectos técnicos del reconocimiento mutuo de la República española y de la URSS. En su trasfondo aletea la profesora Ángeles Egido León, quien me impulsó hace años a escribir algo —muy elemental— sobre el establecimiento de relaciones diplomáticas entre España y la Unión Soviética. 




			Mi viejo amigo el economista e ingeniero industrial Guillem Martínez Molinos, conocedor como pocos de los entresijos de la política petrolífera española en los años treinta, me proporcionó información inédita de primera mano. Si logro sobrevivir en los próximos años, con él espero llevar a cabo un estudio rompedor, ya iniciado, de la ayuda a Franco por parte de la Texas Oil Co. 




			A lo largo de toda la obra, el apoyo de la Fundación Juan Negrín de Las Palmas ha sido insustituible. Merced a Carmen Negrín, José A. Medina y Juan Miguel Ortega he podido obtener documentación complementaria a la que ya tenía. Esta llegó a mi poder gracias a Ángel Landabaso —compañero de fatigas en la Comisión Europea— y a su primo Andrei Landabaso —catedrático de la Universidad Económica G. Plejánov—. Ambos me llamaron la atención sobre la publicación de los documentos APRF y me facilitaron un ejemplar tan pronto como fue publicado. Fernando Hernández Sánchez, una periodista, Gema Delgado, y la archivera de Mundo Obrero, Patricia González Posada, me han facilitado los dos artículos de dicho periódico que ahora he recogido y de los que no tenía ni idea. Mi excelente colega y amigo el profesor Jean-Marc Delaunay me hizo llegar una tesis doctoral francesa muy interesante, pero cuyos resultados no me ha sido posible incorporar sistemáticamente a mi argumentación. Con razón, ha revisado algunas de mis opiniones expuestas en trabajos míos anteriores. 




			Sin duda, es el último capítulo el que ha requerido la más amplia ayuda externa. No es de extrañar, ya que versa sobre un tema muy poco conocido y, sin embargo, deformado. Gracias al Dr. Sigfrido Ramírez, compañero de andanzas bruselenses, entré en contacto con el sovietólogo Dr. Gijs Kessler, del Instituto de Historia Social de Ámsterdam. Este me remitió al Dr. Valetor Timur, que me proporcionó acceso a las estadísticas oficiales soviéticas para los años treinta y me advirtió de que me introducía en un terreno en el que abundaban las incógnitas. Simultáneamente, el Dr. Mikhail Lipkin, director del Instituto de Historia Universal de la Academia de Ciencias, tuvo la amabilidad de dar mi nombre a especialistas del comercio exterior soviético, entre ellos el Dr. Aleksei Popov, y enviarme algunos papeles, en particular uno del Dr. Nikita Pivarov. Poco a poco fui reuniendo un acervo documental algo diferente del que hasta ahora se ha utilizado en la literatura occidental. Me excuso de antemano si el texto resulta algo pesado. No he querido recortarlo. He deseado agotarlo en sus líneas fundamentales para que, a partir de estas, otros historiadores puedan retomar la antorcha. 




			Mi agradecimiento es inmenso para con Teresa Cordón, hija del general Antonio Cordón, que me hizo el honor de confiarme la reedición de las memorias de su padre. Gracias a ella he podido utilizar las nuevas fuentes en ruso que se citan en este libro, aparte de los fondos APFR. Igualmente, Fernando Hernández Sánchez, historiador infatigable, ha tenido la amabilidad de darme a conocer los retazos de lo que hoy es su último libro, con datos de interés para esta investigación. 




			Finalmente, debo confesar que si he tardado en decidirme a abordarla es porque en los últimos diez años he estado algo más que ocupado con otros temas, tales como la peculiar orientación de la conspiración de Franco que condujo al asesinato del general Balmes, el enriquecimiento del «Caudillo» en la guerra civil, su temprana adopción del Führerprinzip, su «tentación» al comienzo de la guerra europea y dos trabajos interrelacionados sobre la conspiración monárquica, militar y fascista que condujo al 18 de Julio y la incapacidad republicana por evitarlo. Por último, y aunque parezca secundario, el desmontaje de las mentiras de Franco en relación con su no obtención de la Laureada en tierras africanas y la mejora de uno de sus curiosos mecanismos para enriquecerse en la guerra civil, que he ido publicando en InfoLibre gracias a la amabilidad de Jesús Maraña, me ha quitado mucho tiempo, porque siempre me he basado en la por algunos denostada EPRE. 




			Este texto, en un estadio prácticamente final, lo han revisado otros amigos y colegas: los profesores Fernando Hernández Sánchez, Manuel Sanchis i Marco, David Jorge y Josep Puigsech Farràs. Aparte de haberme proporcionado sugerencias que ya en él estaban integradas, he querido que lo vieran en su conjunto. En relación con el primero, y desde que escribimos al alimón El desplome de la República y publicó su tesis doctoral, hemos colaborado estrechamente y siempre me ha dejado impresionado por su juicio, certero, y por su compromiso con llevar a las nuevas generaciones una visión del pasado español desde los tiempos de la República en adelante que coincide con la mía propia, muy alejada de los refritos de unos y otros e impregnada de los prejuicios que sigue manteniendo una gran parte de la derecha española. Mi agradecimiento es inmenso. En cuanto al segundo, su aportación me fue de inmensa ayuda a la hora de discutir en El escudo de la República la debatida cuestión de los precios de los aviones soviéticos. En esta ocasión, ha revisado toda la obra y gracias a él he podido subsanar algunas imperfecciones técnicas del último capítulo. No encuentro palabras para expresar mi gratitud. Mi exalumno, hoy en el Colegio de México, tercero de los citados, está elaborando una obra rompedora en la que analizará aspectos no tocados en este libro. Al igual que el cuarto, profundo conocedor de la etapa estalinista y con larga experiencia en la investigación en archivos moscovitas, me ha hecho gran ilusión que pasara por un peine fino el texto de la presente obra. Varias de sus sugerencias las he incorporado a las conclusiones. 




			Por supuesto, ninguno de los nombres citados es en la menor medida responsable ni de mis afirmaciones ni de mis interpretaciones. Solo a mí corresponde soportar el peso de los errores que, a pesar de todos mis cuidados, aparezcan en esta investigación. Por supuesto, no hubiera llegado a buen término de no haber contado con el apoyo moral de mi esposa y de mis hijos, esparcidos entre Edimburgo y Madrid; sin el de Carmen Negrín, en París, y de Teresa Cordón, en Valencia, amén de interminables conversaciones teléfonicas con sir Paul Preston en Londres. 




			El presente trabajo también debe mucho, indirectamente, a las incitaciones en materia de Historia que en un momento, por desgracia ya lejano, recibí de maestros, y luego amigos, catedráticos de Economía de la universidad española. Sus nombres estarán en el recuerdo de varias generaciones de estudiantes que también lo fueron de ellos en tiempos oscuros. Tuve muchos otros, españoles y extranjeros, pero los mencionados me indujeron a transitar por caminos que no habían sido los míos originalmente. Debo añadir, cuando menos, el recuerdo en particular a Manuel Tuñón de Lara y Julio Aróstegui, catedráticos de Historia, y a mi añorado Gerald Howson. 




			En el curso de la redacción, me llegó a Bruselas la noticia del fallecimiento de María Isabel Carreira, «Yela», directora durante muchos años de la biblioteca de la Facultad de Geografía e Historia de la Universidad Complutense de Madrid y que tanto me ayudó a buscar libros difíciles. Esta obra no puede prescindir de su recuerdo, con una expresión de dolor y amistad a su esposo, el profesor Luis Enrique Otero Carvajal, decano durante gran parte de mi estancia en dicha facultad. No la olvidaré nunca. Un mes y medio después, arribó la misma y terrible noticia sobre Almudena Grandes. Desde que leí El corazón helado quedé enganchado a sus novelas. Tampoco puedo dejar de lamentar amargamente su desaparición. Mi más sincero pésame a su esposo, el también profesor Luis García Montero. Finalmente, en enero de 2022 falleció en Toronto uno de mis más cercanos amigos desde 1957: Manuel Fernández de Hensestrosa. Lo he llorado durante semanas. Y, como siempre, tampoco puedo dejar de reseñar un recuerdo particularmente emocionado a mi primo hermano Cecilio Yusta Viñas y al Dr. Miguel Ull, víctimas de la pandemia, con quienes contribuí a desentrañar el primer asesinato de Franco. 




			Una reflexión final. En octubre de 2021 tuve el honor de participar, vía Zoom, en la presentación en el Congreso de los Diputados de la obra del profesor Óscar Alzaga sobre los orígenes de la transición en España. Su primer capítulo contiene una acusación formal contra varios ministros de uno de los Gobiernos Suárez por su responsabilidad en la quema masiva de documentación relativa a la represión franquista. Millones de papeles procedentes de los órganos relevantes en los Ministerios de Gobernación y del Movimiento, de los gobiernos civiles y de muchas otras instituciones, no en último término de la Guardia Civil, se evaporaron en humo. Una actuación lamentable y cuyos protagonistas se acomodaron con facilidad a la nueva legalidad democrática. «Demócratas» de la ultimísima hora evidentemente quisieron borrar el mayor volumen de huellas que dejaron las fechorías de un sistema que todavía numerosos políticos en la España actual tienen reparos en condenar. Sean aquí maldecidos de cara a las generaciones futuras. 




			Aquella presentación me dio pie a reiterar algo de lo que me hecho eco en numerosas ocasiones. El penoso estado en que se encuentran los archivos españoles, civiles y militares, relativos a la guerra y al franquismo por la falta de recursos para su ordenación y digitalización y, en particular, por la inmensa carencia de personal. Me parece indigno que la democracia española no haya sido capaz de arbitrar en más de sesenta años sistemas modernos de contratación de expertos y de equipos técnicos suficientes. Sin ellos los investigadores no pueden bucear en los entresijos que conservan los repositorios de una historia triste, pero que es nuestra historia. No existe otra que podamos considerar alternativa. 




			También es muy de lamentar, en particular, el estado en que se encuentra el AGA, repositorio fundamental donde los haya para los contemporaneístas españoles y extranjeros. Carece de medios y, sobre todo de personal, en los más variados escalones, desde técnicos hasta trabajadores para buscar y mover legajos. Se ve, además, constreñido por trabas procedimentales para que los investigadores busquen documentación por sí mismos y la obtengan en plazo breve. Como está prohibido hacer fotografías de los documentos, conseguirlas se convierte en un auténtico suplicio de Tántalo. Todos sus funcionarios, desde el director al personal auxiliar, merecen un reconocimiento que no suele dárseles. Que la encargada de las tareas de reproducción, Gema Borrego, y los demás trabajadores a sus órdenes, entre ellos Lorena Cabello, los reciban de mi parte de forma extensiva a todo el personal. A los Gobiernos que se han sucedido en la alternancia política e ideológica les corresponde cargar con una responsabilidad que no tiene paralelo en casi ninguno de los países en cuyos archivos, cerca de cuarenta, he venido trabajando desde 1971. Menos mal que si el proyecto de Ley de Memoria Democrática llega a convertirse en realidad al menos eliminará algunas de las dificultades. 




			Finalmente, debo agradecer al equipo habitual de Editorial Crítica su apoyo constante en la producción de este libro y de los anteriores. Carmen Esteban, Raquel Reguera, Itziar Prieto, Joaquín Arias, Laura Fabregat, Tomás Sánchez de Movellán, Salvador Pulido y los demás colaboradores han hecho un trabajo magnífico. Confío en que los lectores sepan apreciarlo tanto como este humilde historiador. 




			Innecesario es señalar que los errores y los juicios de valor que en esta obra se encuentren son de mi exclusiva responsabilidad. 




			 




			Ángel Viñas 




			Bruselas, junio de 2022 




			 




			PS: Al corregir estas pruebas en diciembre de 2022 debo reconocer tres pérdidas muy sensibles. La desaparición del profesor Francesc Granell, compañero de la Comisión Europea; de Vicente Abad, gran historiador de la naranja y de su comercio, citado en esta obra, y del profesor Ricardo Miralles, uno de a quienes está dedicada. Descansen en paz. A los últimos les he dedicado varios posts en mi blog. 




			

	 


	 	

	 



			 




			1 




			 




			El establecimiento de relaciones diplomáticas: un tema desconocido y distorsionado 




			 




			El tema con que se abre esta obra está poco esclarecido documentalmente en español, en francés, en inglés,1 en italiano o en alemán. No sé si por parte de historiadores rusos se habrá escrito algo parecido. Es harto sabido que las relaciones entre ambos países quedaron cortadas a consecuencia de la revolución bolchevique. La monarquía alfonsina se alineó con numerosos países occidentales en no reconocer al régimen de los soviets. Sin embargo no siguió el curso de otros que, más temprano que tarde, terminaron haciéndolo. Tampoco por parte soviética parece que hubiese al principio demasiado interés, salvo en cuestiones comerciales y las posibilidades —escasas, aunque abultadas por una historia todavía presa de la Guerra Fría— de expandir su ideología. En este capítulo se analizará el curso de los acontecimientos que llevaron al reconocimiento mutuo primero y al establecimiento de relaciones diplomáticas plenas tras la sublevación monárquico-militar-fascista de julio de 1936. Justifica que, a partir de aquel momento, pueda hablarse de un auténtico viraje en la política exterior española. Nada desde 1931 podría haberlo hecho pensar. 




			 




			PRELIMINARES 




			 




			La URSS fue una recién nacida en el entramado de relaciones internacionales tras la estremecedora convulsión que en el orden europeo supusieron la primera guerra global y el derrocamiento de los imperios zarista y centrales. Fue un Estado de nuevo corte surgido de una revolución que pronto manifestó su pretensión de exportar su peculiar sistema político y económico hacia los países capitalistas. Se afianzó tras vencer una serie de intervenciones extranjeras en su guerra civil en las que participaron varias de las potencias que habían ganado la global: Gran Bretaña, Francia y Estados Unidos, principalmente. El nuevo actor fue asentándose en medio de una desconfianza generalizada en la escena internacional que suscitó la aparición de un Estado inspirado en principios políticos, sociales, económicos y culturales que se exhibían como alternativos al capitalismo. No ayudó el que su proyección exterior se orientara por dos canales, uno gubernamental y otro ideológico (la Comintern). Por el segundo, se canalizaron las incitaciones hacia los jóvenes partidos comunistas que fueron surgiendo en numerosos países y, más bien tarde entre ellos, España. La idea de exportar el sistema comunista chocó obviamente con fortísimas resistencias, pero poco a poco fueron normalizándose las relaciones intergubernamentales que terminaron por conducir a reconocimientos diplomáticos. 




			Estos acaecieron, esencialmente, en tres fases. En la primera, en 1920, se establecieron con los países bálticos, tras su independencia del régimen zarista (Estonia, Lituania, Letonia). La segunda abarcó el trienio 1922-1924 en un incremento espectacular que inauguraron Alemania (sin tener en cuenta lo decidido en el Tratado de Brest-Litovsk) y Polonia y en el que pronto se consiguió ampliar el abanico: Austria (con independencia de dicho tratado), Hungría, Italia, Grecia, Suecia, Dinamarca y el nuevo Estado finlandés, que se había quedado rezagado. También se establecieron con dos de las potencias intervenientes en la guerra civil rusa: el Reino Unido y Francia. En esta segunda fase, se produjo igualmente el reconocimiento mutuo fuera del área estrictamente europea. Afganistán, Mongolia y Turquía en 1923, y China y México en 1924. Aparte de los casos de Japón (1925) y Uruguay e Islandia (1926), la tercera fase comprendió los años 1933 y 1935.2 España y la URSS acordaron el reconocimiento mutuo en julio de 1933 y Estados Unidos estableció relaciones diplomáticas plenas el 16 de noviembre. La URSS ya había ingresado un pelín antes, en septiembre, en la Sociedad de Naciones como miembro permanente de su Consejo. 




			En el caso español, no hubo nada parecido, salvo en forma de planes, proyectos o contactos esporádicos, con acelerones y parones, sin terminar de rematarse verdaderamente hasta 1936, en circunstancias bien diferentes. Sobre él la literatura no es muy abundante3 y se ha concentrado en torno a las paupérrimas relaciones comerciales, importantes para España en el caso del petróleo que ha examinado sobriamente Guillermo Martínez Molinos, con el ojo puesto en las desarrolladas en la guerra civil. Los planos político y diplomático, con sus condicionantes ambientales y de negociación, no se han considerado todavía en la historiografía. 




			Mi tesis fundamental no varía mucho de la orientación que expuso Azaña en 1939, pero la reconstruye con cierto detalle y, en consecuencia, la modifica en ocasiones. La monarquía de la Restauración, que entraba en su fase casi terminal de dictadura primorriverista, no hizo al principio ningún esfuerzo por establecer relaciones diplomáticas con el sucesor de la autocracia zarista. La embajada en San Petersburgo no tuvo continuidad en Moscú. Solo un débil lazo de naturaleza comercial se restableció entre los dos países. Las importaciones españolas de la Rusia zarista habían supuesto en el período 1910 a 1913, antes de la primera conflagración mundial, un mero 3,2 % del total de compras al exterior4 y solo una pequeñísima corriente bilateral se mantuvo durante el conflicto.5 En los años veinte, el único lazo más significativo lo constituyeron las importaciones de derivados del petróleo, particularmente después de la introducción del monopolio protagonizado por la compañía arrendataria del mismo, la famosa CAMPSA. Según Karimov, España ocupaba en este aspecto el quinto lugar entre los clientes soviéticos después de Gran Bretaña, Italia, Alemania y Francia. 




			Desde el punto de vista no comercial, el período estuvo dominado en España por el fantasma «rojo» y la atribución de una influencia casi demoníaca a la Comintern, que todavía defienden algunos autores inspirados por varios de los periódicos de la época, en especial ABC. También actuaron dos factores: la escasísima atracción que el nuevo experimento soviético inspiró en las corrientes de la izquierda organizada de la época (esencialmente PSOE/UGT y CNT) y la influencia que en los círculos dirigentes tuvieron las impresiones de personalidades tales como Fernando de los Ríos, Diego Hidalgo y Julián Zugazagoitia que escribieron sobre sus poco entusiastas experiencias en el nuevo país de los soviets. Hubo otras más positivas. Algunas conocidas. Otras reservadas a despachos y planteamientos que quedaron en los archivos. Unos a favor. Otros en contra. Para este capítulo, son los más relevantes. 




			La aparición de un recién nacido en la escena política en España como fue el PCE también desincentivó el acercamiento diplomático al régimen soviético.6 En la política exterior de la dictadura primorriverista, la URSS nunca tuvo el peso suficiente para, por sí misma, inducir una postura más positiva. El anticomunismo militante encontró lugar propicio en la alta burocracia militar y de seguridad, entre la cual las publicaciones de la Entente Internationale Anticommuniste de Ginebra no tardaron en ejercer su maléfica influencia (es notorio que Franco y Mola, por ejemplo, fueron consumidores habituales).7 




			Con todo, una primera sorpresa que deparan los archivos es que, a pesar de lo antedicho, el régimen monárquico fue recopilando informaciones indirectas sobre el nuevo llegado a la escena internacional. Ya en mayo de 1924, el Ministerio de Estado autorizó el establecimiento de relaciones oficiales y personales al representante español en Viena con su homólogo soviético. A finales de 1930, se solicitó información detallada sobre los reconocimientos por otros países (Alemania, Italia, Gran Bretaña) y se planteó la posibilidad de iniciar un acercamiento.8 No cabe especular sobre lo que hubiese ocurrido en el caso de haberse mantenido el ya muy debilitado régimen. 




			 




			LA REPÚBLICA ENTRA EN LA ESCENA HISTÓRICA 




			 




			Lo que sí sabemos es que tras el 14 de abril de 1931 empezaron a sentarse las bases para un lento acercamiento hacia la URSS a caballo de dos dinámicas: una de tipo comercial, como fue la de la continuación de las importaciones de petróleo (de forma expansiva entre 1931 y 1934), y otra de carácter más general, como la búsqueda de nuevos mercados para las exportaciones españolas en tiempos de la crisis económica global de los años treinta. 




			 




			Incidieron un componente relativamente nuevo y otro ya consagrado: el primero fue la buena disposición entre los signatarios del Pacto de San Sebastián a no desconocer un actor político y diplomático significativo como ya era la URSS; el segundo, la tradicional desconfianza de un sector de la clase política y mediática conservadora ante la posible irradiación comunista que temían que pudiera reforzarse con la presencia en España de representantes diplomáticos y comerciales. Tal desconfianza subsistió incluso en los años setenta del pasado siglo en las condiciones heredadas de la dictadura franquista. 




			El cambio de orientación llegó inmediatamente, por ejemplo, a la embajada francesa, cuando el Gobierno provisional empezó a deliberar sobre el nombramiento de nuevos embajadores. Algunos de sus miembros se mostraron favorables al establecimiento de relaciones diplomáticas con la URSS. Fue una cuestión que se alargó durante un par de años y que, al principio, se mezcló con la admisión o no de Trotski en España. El nuevo ministro de Estado, Alejandro Lerroux, había dejado entender que era partidario de aceptarla y reiteró a la vez que también deseaba establecer relaciones. 




			Desde los todavía desorientados medios conservadores se elevaron inmediatamente voces que mantuvieron durante años un martilleo incesante: España no se encontraba en la situación de Francia, Inglaterra o Alemania, cuyos objetivos nacionales eran muy precisos y en los que la URSS desempeñaba un papel. Tampoco estaba entre los países limítrofes con ella. Para unos y otros había sido una necesidad. En España no merecía la pena abrir las puertas a los agentes y diplomáticos soviéticos en momentos en que la opinión pública andaba muy excitada. 




			En esta situación correspondió al nuevo ministro de Hacienda, Indalecio Prieto, dar un paso al frente. A los pocos meses de ocupar el cargo rescindió un contrato de suministros de petróleo con Rumanía y apostó decididamente por renovar el que ya existía con la Société Française du Naphta Russe, dependiente de la Niefteexport soviética, controlada por el Comisariado del Pueblo para el Comercio Exterior (NKVT). Detrás de uno y otro se ocultaban poderosos intereses económicos y los afectados por la rescisión del primero pusieron el grito en el cielo, acusando al ministro de guiarse por la obtención de opíparas comisiones. Nada de ello impidió que Prieto negociara con el representante en París de la antedicha sociedad Mikhail Ostrowski.9 El acuerdo entró en vigor el 1.º de julio, con una duración de tres años y medio, pero después de 1934 no se prolongó. Para hacer frente a sus críticos, encargó a Toribio Echevarría Ibarbia, nuevo delegado del Gobierno en CAMPSA,10 que elaborase una memoria con la cual defender su decisión. 




			Esta memoria, que rescató Sala González, describió que en aquellos momentos habían estado vigentes otros cuatro contratos y que el rumano, representado por la Banca López Bru, era, después del soviético, el más ventajoso. Sin embargo, tenía el problema de que el abastecimiento en él previsto no alcanzaba los mínimos establecidos. En el caso de la URSS, no había tal dificultad. Permitía atender a la demanda en momentos de repunte, hasta llegar incluso a representar una cobertura equivalente a la mitad de los suministros. Todo en condiciones de precios muy favorables. A ello se añadía el ejemplo italiano. Un Estado fascista como el de Mussolini, nada procomunista, no tenía inconveniente en mantener estrechas relaciones con Moscú en el terreno petrolífero.11 




			El caso muestra las pugnas internas del nuevo Gobierno republicano, pero aquí lo que nos interesa es que en julio de 1933 Prieto escribió a Echevarría diciéndole que los contactos con los soviéticos no estaban exentos de un componente económico adicional e incluso geoestratégico: la URSS era un mercado potencial de gran interés para absorber productos españoles, aunque por razones diversas se había topado con la oposición de los dos primeros ministros de Estado, Lerroux y Zulueta.12 




			Durante el primer año de vida de la República aparecieron esporádicamente en la prensa española algunas noticias, en parte como consecuencia de ciertas declaraciones de Lerroux. Este había solicitado entrevistarse con el comisario del Pueblo de Relaciones Exteriores, Maksim M. Litvínov, en Ginebra en el mes de mayo, cuando por turno tocó presidir a España las sesiones de la SdN. A su vez, Litvínov, en septiembre, invitó a Lerroux a almorzar para intercambiar impresiones con ocasión del debate general anual de la Asamblea. 




			La frecuente presencia de Litvínov en Ginebra se explica por dos razones. Por un lado, la URSS había sido invitada desde hacía muchos años a participar en la Conferencia sobre el Desarme, cuyos preparativos se desarrollaban sin gran éxito. Por otro lado, solía aprovechar la ocasión para celebrar contactos bilaterales y preparar el terreno para un eventual ingreso de la URSS (con un asiento asegurado en el Consejo). A los norteamericanos les informó de su objetivo en diciembre de 1933.13 




			El ajado político español declaró posteriormente a la prensa que no le asustaba establecer relaciones con la URSS, pero que el tema no se había debatido dentro del Gobierno. Él se guiaba por la necesidad de abrir nuevos mercados a la exportación española, sin que ello implicase ninguna coincidencia de puntos de vista sobre otros temas. Fiel a su tendencia ferozmente anticomunista, ABC no tardó en alertar de los oscuros peligros que comportaría una presencia soviética en España. Una constante que encontró eco entre algunos funcionarios y que duró hasta después de la muerte de Franco. 




			Los diplomáticos franceses en Madrid indagaron, pero lo único que consiguieron saber es que algo se pensaba en las interioridades de la nueva Administración republicana. Eran planteamientos generales y no faltaban las preocupaciones de tipo político o propagandístico. Hasta finales de 1931, la embajada no logró obtener precisiones sobre lo que ocurría entre bambalinas. Una fuente de alto nivel habló con Jean Herbette, el nuevo embajador. Por una casualidad, había sido el mismo Herbette quien abrió la embajada francesa en Moscú, donde había permanecido varios años antes de que se le nombrase para el puesto de Madrid. Según aquella fuente, el Gobierno se había abstenido de reconocer a la URSS teniendo en cuenta el efecto contraproducente que podría haber causado en ciertos países extranjeros, temerosos de un giro a la izquierda del nuevo régimen. 




			En el Ministerio de Estado, el director político14 ya había dicho a Herbette que el problema era, simplemente, de policía. Una misión diplomática y una representación comercial constituirían focos de agitación en la medida en que los servicios de seguridad no pudieran controlar actividades que no fuesen diplomáticas o comerciales. El Gobierno recibía informes de las embajadas en los países próximos a la URSS en el sentido de que los soviéticos habían gastado grandes sumas en propaganda en España, particularmente en Cataluña, Andalucía y Bilbao y que, sobre todo, en los comienzos del régimen la Comintern había hecho un esfuerzo significativo en tal sentido.15 Más tarde todo pareció indicar que había desistido. Como resultado de informaciones varias, Herbette ganó la impresión de que el Gobierno se encaminaba pausadamente hacia el reconocimiento mutuo y que se preparaba para enviar alguna misión exploratoria a Moscú a la vez que procuraba obtener pedidos para la industria española. En la prensa habían circulado rumores al respecto.16 




			Las tendencias señaladas se mantuvieron cuando Luis de Zulueta ocupó el Ministerio de Estado, entre mediados de diciembre de 1931 y mediados de junio de 1933. Cabe señalar un signo temprano de cierto mayor interés en Madrid. Pocas semanas después de asumir la cartera, ordenó a la embajada en París que plantease formalmente al Quai d’Orsay una petición de información acerca de cómo se habían establecido las relaciones diplomáticas entre Francia y la URSS, qué experiencia habían tenido los franceses con los diplomáticos y la propaganda soviéticos y cuál era el tipo de resultados que París había logrado en el ámbito comercial. El Quai respondió exhaustivamente. Se entregaron copias de los telegramas intercambiados entre París y Moscú en 1924. Se informó de que el trato con los representantes soviéticos era correcto y que, tras la expulsión de dos personajes del territorio francés, no había habido lugar a reclamaciones en los últimos años. 




			Herbette respondió con su propio análisis: era evidente que el establecimiento de relaciones entre Madrid y Moscú era imparable. Se trataba de una mera cuestión de oportunidad, como no habían dejado nunca de decirle las autoridades españolas y remachado desde el primer momento Zulueta. Señaló, además, que uno de los partidos que sostenía el Gobierno, el socialista, no sentía demasiados temores ante la propaganda prosoviética que se hacía abiertamente en España. Para el PSOE, el adversario eran más bien los anarquistas, que predicaban una forma de Estado completamente diferente a la existente. Al fin y al cabo, las fórmulas socialistas y comunistas se alejaban de forma clara de la utopía preconizada por el «comunismo libertario». Era cierto que el PCE, no muy numeroso, se mostraba activo y muy combativo en la exposición de su doctrina y que la Comintern estaba detrás de ellos, pero no eran demasiado preocupantes (algo que hoy la literatura anticomunista sigue exagerando). Con todo, el Gobierno no sentía ningún apremio por agilizar el reconocimiento diplomático. 




			Zulueta, en particular, era consciente de que había que disponer ante todo de una policía experimentada y de una organización comercial adecuada para hacer frente a las consecuencias. Añádase, señaló Herbette, que los intelectuales de izquierda con influencia en el aparato de gobierno no se veían en modo alguno atraídos ni por las teorías ni por la práctica dictatorial del sistema soviético. Por lo demás, las formas se guardaron exquisitamente. El Gobierno declinó invitar oficialmente a representantes soviéticos a las conferencias telegráfica y radiotelegráfica que iban a celebrarse en España y sugirió que lo hiciera la Oficina Internacional Telegráfica de Berna.17 




			 




			CONTACTOS DISCRETOS EN LA PRIMERA FASE DEL GOBIERNO REPUBLICANO 




			 




			Los contactos subterráneos continuaron. El protagonista soviético de los mismos, el ya mencionado Ostrowski, visitó España en varias ocasiones. Hizo viajes al País Vasco y a Cataluña. Habló con industriales. Especuló con las posibilidades de importación soviética de productos españoles (barcos, semifabricados, textiles, etc). Circularon rumores. Por ejemplo que CAMPSA estaba dispuesta a vender a la URSS unos buques que acababan de entrar en servicio. 




			El tipo de obstáculos que el régimen republicano debía abordar lo esclarece una comunicación de Zulueta a Azaña el 15 de abril de 1932. El motivo fue, en apariencia, nimio. Habían surgido grandes discrepancias entre los ministros de Hacienda (Jaume Carner) y de Gobernación (Santiago Casares Quiroga) a través de la Dirección General de Seguridad (DGS) sobre la conveniencia o no de otorgar visados a Ostrowski y algunos otros expertos soviéticos para que viajaran a España. El embajador Salvador de Madariaga transmitió desde la SdN que Litvínov le había dicho que era el momento en que los soviéticos devolvieran la visita que a la URSS había efectuado una delegación de CAMPSA en el último trimestre de 1931, consecuencia de contactos previos. 




			La delegación había estado presidida por el director general de la Arrendataria. El intercambio de cortesías y de las opiniones expresadas se había circulado al Ministerio de Estado. En consecuencia, se activó la invitación en enero de 1932. En el trasfondo, para los españoles lo más importante es que los resultados podrían, quizá, reducir la salida de moneda extranjera para atender al pago de las importaciones. De la URSS llegaba mucho petróleo y solo una parte se liquidaba en pesetas. 




			Zulueta se había situado en otra perspectiva. Estimaba que el momento no era oportuno y que la insistencia de Litvínov era sospechosa.18 Sin embargo, a pesar de las reticencias de Gobernación y de Estado, las necesidades económicas se impusieron y se concedieron los visados necesarios.19 




			Los servicios de seguridad de la Prefectura de Policía parisina vigilaban atentamente las idas y venidas de los representantes comerciales soviéticos y las actividades de Ostrowski. En mayo y julio de 1932, informaron extensamente acerca de una de sus visitas a España y de sus conversaciones con Prieto, ya convertido en ministro de Obras Públicas. Ostrowski fue a explorar posibilidades de importar plomo, cobre, corcho, hierro laminado y, sobre todo, mercurio, del que España era la segunda productora mundial después de Yugoslavia. Es decir, productos estrella de la demanda de la URSS. Los servicios parisinos señalaron que todo parecía indicar que los españoles estaban dispuestos a examinar la posibilidad de establecer un acuerdo comercial con la URSS. En resumen, las conclusiones que de todas estas y otras informaciones extrajo Herbette —y que se confirmaron— fueron dos: limitarse a observar los acontecimientos, porque todo hacía pensar que los dos países se encaminaban hacia el reconocimiento mutuo. 




			Ello tendría algunas consecuencias sobre el comercio bilateral e incluso sobre la política interna española, pero también afectaría —pensó Herbette— a su política exterior. Hasta entonces, el horizonte de la misma se había detenido en la frontera polaco-soviética. Si se ampliaba hasta Vladivostok tendría que resultar alterada. Lo mismo había ocurrido en Italia y la URSS, a pesar de las inmensas diferencias entre los regímenes respectivos. La política exterior mussoliniana no hubiera sido lo que había llegado a ser de no haber reconocido a los soviets. Con todo, los intereses permanentes del Estado español no cambiarían y seguirían alineados con los de los países democráticos occidentales. 




			A largo plazo, el futuro era impredecible, y él, incapaz de preverlo. Terminó su despacho con la expresión latina nec sutor ultra crepidam20 y continuó subrayando que el establecimiento de relaciones diplomáticas parecía a sus interlocutores que seguía siendo una «cuestión de oportunidad». Algo que después en sus memorias Madariaga consideró como una cuestión a abordar con un criterio «empírico», «pero sin perder de vista los peligros que para la paz interna pudiera presentar una Embajada soviética en Madrid».21 




			En esto tampoco se equivocaba. En el Ministerio de Estado, unos y otros trataron de hacer valer sus opiniones ante la Superioridad. Se escribieron prolijas notas identificando los pros y los contras sobre los límites de la aplicación de la inmunidad diplomática a personas y edificios, las reglas deseables para el ejercicio del comercio y de la navegación, los problemas específicos que suscitaba el establecimiento de una delegación comercial soviética, etc. No creemos necesario entrar en los detalles. 




			Con el comienzo de 1933 empezó el desbloqueo, a pesar de todas las dificultades políticas internas españolas que aquí no nos interesan. La señal la dio El Socialista del 6 de enero al anunciar la llegada de una nueva comisión de expertos soviéticos encargados de estudiar las posibilidades de intensificar los intercambios comerciales según necesidades concretas. Esta misión reposaba, afirmó el rotativo, sobre bases más sólidas que la primera, porque las autoridades moscovitas contaban ya con informaciones precisas acerca de las posibilidades de la industria española. La integraban el vicealmirante Siokoff, jefe de la Dirección Técnica de la Marina, el contraalmirante Oras (presidente del Comité Científico y Técnico de las Fuerzas Navales) y un ingeniero especialista en la construcción de submarinos. Iba acompañada del agregado militar en Berlín, teniente coronel Juan Beigbeder; de un tal Manuel Bergareche, que no he podido identificar, y de un ingeniero polaco llamado Orbach, representante en Berlín del Consorcio Español de Industrias Militares.22 




			Los recibió Azaña. En sus cuadernos «robados» señaló que se trataba de unos marinos soviéticos que deseaban ver los astilleros en plan de compradores. Añadió: «desconfío de que se llegue a un acuerdo».23 Al día siguiente, Prieto fue a verlo. Ostrowski le había sondeado acerca del posible reconocimiento, pero no se detuvieron en ello porque ya era muy tarde.24 El agente soviético llevaba dos planes en la cartera. Uno, la exportación rusa a España de madera en volumen equivalente a lo que se importaba de este material de otros países. A cambio España podría vender plomo, cobre y acero sin utilizar divisas. El segundo plan consistía en suministrar carbón a España contra frutos y otros productos agrícolas. Se trataba de mercancías que dominaron los intercambios comerciales posteriores. 




			A Herbette no le pareció factible este segundo plan porque España tenía en aquel tiempo una producción carbonífera que superaba las necesidades del propio consumo. Lo cual no evitaba que se importara carbón, probablemente de un tipo que no se encontraba en el país. Por ejemplo, en 1932 se hicieron compras en el extranjero por veintidós millones de pesetas-oro y aunque al año siguiente descendieron a dieciocho millones, en 1934 ascendieron a veintitrés. Las cifras provisionales de 1935 daban ya veinticuatro millones de pesetas-oro.25 




			Los franceses no obtuvieron informaciones sobre si se discutieron temas relacionados con los suministros de petróleo. Herbette destacó que España se encaminaba hacia un sistema de comercio bilateral por compensación, algo que iba desarrollándose en los intercambios comerciales de los países afectados por la crisis económica mundial. Poco después —nueva prueba de que la embajada seguía de cerca el tema—, informó de que el Gobierno no creía que la delegación soviética hiciera pedidos de barcos, aunque anunció la visita prevista de otra que examinaría la fabricación de material destinado al Ejército de Tierra. De esta no hemos encontrado ninguna noticia, pero de la precedente la embajada continuó informando. Los marinos soviéticos habían visitado varios astilleros, subido a los cruceros Canarias y Baleares así como al acorazado Libertad. Bergareche les acompañó todo el tiempo. Al parecer, los visitantes habían quedado favorablemente impresionados de lo que vieron en materia naval. Esto fue cierto, pues el oficial que los acompañaba, de nombre Pedro Ruiz, redactó un informe de doce páginas que se conserva. Notó en él sus opiniones sobre ambos almirantes (reservados, absolutamente reacios a hablar de política, muy profesionales, muy orgullosos de las fuerzas navales soviéticas, de su instrucción y disciplina y profundamente nacionalistas). Además, dijeron algunas otras cosas que merecieron la atención de Ruiz. Por ejemplo, que en Leningrado se había establecido una comisión para estudiar el momento internacional y que se habían abordado tres posibilidades: una guerra del régimen capitalista contra el soviético; una guerra entre los países capitalistas y una guerra de los pueblos coloniales contra sus metrópolis. Como conclusión, se acordó que lo más probable era que ocurriesen las dos últimas hipótesis, las más convenientes para el éxito del sistema soviético. 




			La misión visitó Cartagena y Ferrol. En la primera base, apreció la capacidad y condiciones en que se encontraba la construcción naval española. Vio con todo detalle el nuevo proyecto de submarino Sigma II y opinó que era el de mejores características de todos lo que se encontraban fuera de la URSS, pero que los proyectos propios le aventajaban. De todas maneras, lo que más interesaba era la fabricación de aparatos como los que necesitaban adquirir en el extranjero. En Ferrol, visitaron el astillero con todo detenimiento, las distintas dependencias y, por último, el Baleares y el Cervantes, especialmente el primero. El contraalmirante Oras dijo al despedirse que al emprender el viaje a España creía que no encontraría nada de interés, pero que había comprendido que los españoles estaban mejor organizados y trabajaban mejor que los italianos.26 




			En la prensa aparecieron varias declaraciones del ministro de Marina, José Giral, que confiaba en obtener resultados de la visita, aunque lo cierto es que los soviéticos regresaron a su país sin llegar a ningún compromiso. De aquí que en los medios interesados surgiera la impresión de que los visitantes lo que querían era avivar un sentimiento favorable a la continuación de los suministros soviéticos de petróleo. 




			Poco después, en abril de 1933, la prensa anunció la creación de la sección española de la Asociación de Amigos de la Unión Soviética (AUS), en seguimiento de las que ya existían en otros lugares y en particular en Inglaterra, Alemania, Francia, Estados Unidos y Japón. Entre los firmantes del manifiesto fundacional figuraban, entre otros, Gregorio Marañón, Pío Baroja, Ramón J. Sender, Federico García Lorca, Concha Espina, Luis Jiménez de Asúa, Jacinto Benavente, Victorio Macho, Luis Bagaría, Gregorio Martínez Sierra, Manuel Machado, Diego Hidalgo, Eduardo Ortega y Gasset, etc.; Valle-Inclán fue su primer presidente. El periódico monárquico y ferozmente antirrepublicano que era La Nación declaró su estupefacción. Otros le siguieron.27 No es necesario insistir en que la formación de tal tipo de asociaciones fue impulsada bajo cuerda por la Comintern. 




			En España, correspondió a Wenceslao Roces, militante comunista, desarrollar una incansable actividad para incorporar a numerosas personalidades de casi todas las tendencias políticas, salvo la extrema derecha y el anarcosindicalismo. Una de sus funciones estribó en «crear ambiente» e incitar al Gobierno a proceder al reconocimiento de la URSS. Desde nuestro punto de vista, merece la pena destacar que entre los miembros figuraba Augusto Barcia Trelles, a quien veremos de nuevo en la primavera de 1936 a cargo de la política exterior. 




			En el Ministerio de Estado, la cuestión había sido objeto de concienzudo estudio. Se habían elaborado expedientes sobre los más diversos aspectos de las eventuales relaciones. Iban desde la cuestión de la deuda pública del antiguo Imperio zarista hasta la extensión de la inmunidad diplomática, las franquicias arancelarias, el estatuto de los nacionales respectivos en el otro país, las limitaciones en términos de personal e instalaciones, las relaciones entre la embajada de la URSS y las de los demás países que no la hubieran reconocido, la posibilidad de un acuerdo consular, tras principios generales, por otro de comercio bilateral, la materialización del principio de no intervención en los asuntos internos o la comparación con las dotaciones de las embajadas de Francia y Gran Bretaña en Moscú. Algunos aspectos se orientaron por la experiencia francesa. Otros no. Se examinó la posibilidad de poner al día el aparato jurídico en materia de relaciones bilaterales de antes de la Gran Guerra (por ejemplo, el convenio de extradición de 1888), pero no se llegó a una decisión definitiva. 




			 




			EL PAPEL FUNDAMENTAL DE FERNANDO DE LOS RÍOS 




			 




			El 13 de junio se produjo un cambio de gobierno. A Zulueta lo sustituyó Fernando de los Ríos. Poco después, el 21, El Socialista publicó en primera página un editorial a doble columna bajo el título «El reconocimiento de los soviets». Anunciaba, ante todo, la llegada de una nueva misión comercial, pero aprovechó para pronunciarse decididamente en favor de aquel paso. No hace falta reproducir sus argumentos, que pueden consultarse fácilmente en internet. Nos interesa más examinar el tipo de información que Herbette trasladó a París. El 22, había hablado con De los Ríos. Se había expresado con mucha prudencia, pero el embajador captó nítidamente que el Gobierno se planteaba dar el paso al frente. De los Ríos le había dicho que se trataba de una cuestión que no podía demorarse y que España no podía continuar siendo una excepción. 




			El ABC se apresuró el 23 de junio a criticar el reconocimiento argumentando que «casi todos los gobiernos» lo rechazaban, pero Herbette concluyó que tal tipo de afirmaciones era difícil que hicieran mella en el español. Subrayó que el establecimiento de relaciones era, esencialmente, un tema de política interior y que ni desde el punto de vista diplomático ni económico era susceptible de producir alteraciones de importancia (no se equivocó en absoluto). Desde su punto de vista, el único interés francés era que se produjera sin dar lugar a ningún tipo de alboroto y señaló que en aquellos momentos no estaba todavía maduro. Había ministros que pensaban que el comentario de El Socialista era prematuro y el propio De los Ríos había dejado entender que estudiaría con calma la cuestión y propondría en su día una decisión al Consejo de Ministros, pero que este momento todavía no había llegado. 




			La cuestión saltó a las Cortes cuando el único diputado comunista entonces existente, José Balbontín, interpeló al nuevo ministro de Estado en sesión plenaria. De los Ríos no vaciló en responder que, en su opinión personal, el reconocimiento era necesario. No había habido la menor duda en hacerlo con el Gobierno de Hitler en Alemania o con el de Mussolini en Italia. No existía razón alguna para no proceder de la misma manera con la URSS, que desarrollaba internamente, en plenitud de derechos, un ideal «cualquiera que sea la parcial discordancia que pueda existir entre él y nosotros».28 El mensaje quedó claro. 




			Sabemos, por los diarios de Azaña, que el 14 de julio se celebró una reunión del Consejo de Ministros en la que De los Ríos informó sobre las conversaciones oficiosas mantenidas con Ostrowski. Habían avanzado tanto que, en opinión del diarista, podían inducir al reconocimiento sin que hubiese habido un acuerdo firme del Gobierno. Al ministro de Estado se le había autorizado a que realizara conversaciones preliminares, pero nada más. Tampoco estaba enterado Alcalá-Zamora. De los Ríos había dejado entrever, a través de algunas palabras embarulladas, que ya se estaba redactando, de acuerdo con Ostrowski, el texto del telegrama. A continuación, el análisis de Azaña: 




			 




			Creo que he llegado a tiempo de impedir una ligereza enorme, y no porque se vaya a negar el reconocimiento, que lo aceptamos todos (y no se ha hecho aún por los sustos29 de Zulueta) sino porque Fernando ve en esto un triunfo personal y se precipitaba hasta el punto de no haber informado al Presidente de la República. Cuando le he llamado la atención y le he dicho que no dé un paso más sin que el Gobierno conozca el detalle de la negociación, sin que aprobemos las condiciones en que los rusos van a situarse aquí en el orden comercial, etc. y sin que esté advertido el presidente, ha dejado conocer su contrariedad, y poniéndose como siempre «de parte del otro», se ha lamentado del percance que significa para Ostrowski demorar su estancia en España, estando ya en vísperas de regresar a Berlín. Todo ello nace de la infantil vanidad de Fernando, que ya otras veces nos ha costado dificultades y disgustos.30 




			 




			Herbette siguió el tema puntualmente e informó a París que De los Ríos tuvo una conversación de una hora con Ostrowski en San Sebastián al día siguiente de la reunión del Consejo y que tocaron de nuevo el reconocimiento y las formulaciones que deberían enmarcarlo en un cuadro más amplio. El agente soviético se desplazó a Madrid y se entrevistó en las Cortes con el diputado Dr. Marcelino Pascua, que el año anterior había visitado la URSS. Ya corrían rumores sobre quién podría ser el futuro embajador en Moscú. Se citaba al propio médico socialista pero también a Julián Zugazagoitia, que había sido uno de los delegados del Ministerio de Hacienda para la conclusión del contrato entre los soviéticos y el monopolio español de petróleos. En cuanto al futuro embajador soviético en Berlín se hablaba de Anatoli Lunacharski, pero en Madrid se resaltó también el nombre del propio Ostrowski. 




			Rumores y más rumores siguieron reflejándose en la prensa madrileña. Herbette citó El Sol del 17 de julio, que tiró de la señal de alarma. Antes de dar el paso, señaló el rotativo, España debía saber de antemano lo que la URSS estaba dispuesta a ofrecer. Nada se conocía al respecto y las conversaciones se desarrollaban en el secreto más absoluto. Esto, al redactor de turno, le parecía una auténtica abominación. Quizá pensara que una negociación diplomática de fondo debería llevarse a cabo con luces y micrófonos abiertos. ABC y El Debate, por su parte, solicitaron informaciones sobre partidas y contrapartidas. Si bien —señaló Herbette— no hacían campaña en contra, era indudable que el tema lo utilizarían más tarde como arma política contra el Gobierno. 




			Por la documentación del Ministerio de Estado sabemos que el 18 de julio (¡qué casualidad!) se aprobó en Consejo de Ministros la nota que había de ser intercambiada con el Gobierno moscovita. Pocos días más tarde, el encargado de Negocios en Helsinki, José R. Gómez Acebo, envió un informe tranquilizador sobre las orientaciones de la política exterior soviética, que se acercaba de forma paulatina a las grandes potencias ante las crecientes tensiones con el Tercer Reich. En retrospectiva, esta información nos parece vital. Estaba muy bien enfocada. 




			De los Ríos cursó instrucciones a la embajada en París. Esta solicitó al Quai d’Orsay la documentación oficial relativa al reconocimiento de los soviets por el Gobierno francés, las disposiciones referentes a los intercambios comerciales entre ambos países, los documentos sobre el estatuto de los agentes comerciales rusos que especificaban su número y el personal a sus órdenes, los arreglos con respecto a la situación respectiva de los nacionales establecidos en el otro país, el régimen de pasaportes, las restricciones al establecimiento de consulados y las particularidades aplicadas en las colonias. En resumen, una lista mucho más amplia y más precisa que la interesada el año anterior.31 




			Dos días más tarde, en El Heraldo de Madrid, De los Ríos recordó que la cuestión ya se había suscitado en el seno del Gobierno provisional, pero que por una serie de razones se había dejado de lado. Contraatacó el argumento de que ni Bélgica ni Suiza habían reconocido a los soviets, aduciendo que una mayoría de países europeos ya lo había hecho. A la pregunta de si España iba a proceder de igual forma, respondió que él creía que sí, pues no era previsible que a última hora surgieran dificultades en las negociaciones en curso. 




			El 23 de julio, Herbette telegrafió que Ostrowski había aceptado el procedimiento propuesto por De los Ríos. Consistía en intercambiar telegramas que implicasen el reconocimiento mutuo y que después se firmara un protocolo en el que se definirían las modalidades de ciertas relaciones y el estatuto de las diferentes categorías de personal que el Gobierno soviético destinase a España. Nos parece absolutamente imposible que Ostrowski no hubiera remitido tal información a Moscú a la mayor brevedad posible. El 27, el embajador francés señaló que el telegrama español ya estaba a punto y que su envío dependería de si en la reunión del Consejo de Ministros se aprobaba o no. Estaba muy bien informado porque el mismo día Alcalá-Zamora aprobó el contenido de la nota que le había elevado el Gobierno.32 El texto lo envió a París al día siguiente, cuando el ABC del 28 dio la noticia. 




			 




			POR FIN SE ALZA EL TELÓN 




			 




			Los diarios «robados» de Azaña permiten intuir un poco, desde la óptica del presidente del Consejo, la atmósfera un tanto «caliente» que se vivía en aquellos días: amenazas de movimientos anarquistas, sospechas relativas a ciertos militares, posibilidad de dimisión de algún ministro, maniobras de varios sectores de la prensa contra el Gobierno (incluso por parte de José Ortega y Gasset), discusiones acaloradas sobre los proyectos de las leyes de bases de la reforma agraria y de orden público, pero en el tema que aquí nos ocupa parece que la reunión del 27 de julio discurrió con normalidad: 




			 




			El Consejo ha empezado a las diez y media, porque el presidente quería volverse a La Granja. He ido un poco soñoliento. Don Niceto estaba normal. Ha firmado unos decretos, entre ellos los referentes a las congregaciones religiosas y a la segunda enseñanza, que no le han gustado nada. No le ha faltado más que olerlos. Después se ha acordado en firme el reconocimiento de los soviets. Fernando se habrá quedado tranquilo. 




			 




			Por su parte, a todo este proceso se refirió sucintamente el propio De los Ríos en una nota firmada que se encuentra entre los papeles del Ministerio de Estado. Se reproduce a continuación: 




			 




			En el Consejo de Ministros del 14 de julio se acordó el reconocimiento de Rusia y ese mismo día fui a La Granja a hablar con el presidente de la República para obtener su aprobación, en principio, como hubo de otorgarla. En el Consejo del 18 de julio la nota que ha de ser cambiada con el gobierno de Rusia se dio por aprobada (…) El jueves, 27 de julio, leída dicha Nota por el presidente de la República en el Consejo celebrado en Palacio fue aprobada. Comunicada la aceptación al enviado especial de Rusia, Sr. Ostrowsky, tuvo lugar el intercambio de notas de mutuo reconocimiento el día 28 de julio a las 10 de la mañana 




			 




			El texto de la nota oficial española sobre el reconocimiento mutuo, que apareció por ejemplo en El Socialista, decía lo siguiente: 




			 




			Moscou. Comisario del pueblo de Asuntos Extranjeros, M. Litvinof 




			Tengo el honor de informarle de que el Gobierno de la República Española, animado del deseo de consolidar la paz general y de restablecer las relaciones amistosas entre los pueblos de España y la URSS, reconoce «de facto» y «de jure» al Gobierno de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas como único Gobierno legal y soberano de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 




			En virtud de lo precedente, el Gobierno de la República Española considera necesario que las relaciones normales diplomáticas y económicas se restablezcan entre los dos países, y está dispuesto a proceder al intercambio inmediato de embajadas con el Gobierno de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y a principiar las negociaciones para realizar un tratado de comercio que sirva de base al desarrollo de las relaciones comerciales entre España y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas.33 




			 




			El diario recordó que el reconomiento diplomático de la URSS lo habían realizado ya los siguientes países: Afganistán, Alemania, Austria, China, Checoslovaquia, Dinamarca, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Gran Bretaña, Italia, Japón, Letonia, Lituania, Noruega, Persia (Irán hoy), Polonia, Suecia y Turquía. No lo habían hecho: Abisinia, Albania, Argentina, Bélgica, Beluchistán, Bolivia, Brasil, Bulgaria, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Egipto, Ecuador, Estados Unidos, Guatemala, Haití, Holanda, Honduras, Hungría, Liberia, Luxemburgo, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Portugal, Rumanía, El Salvador, Santo Domingo, Siam (Tailandia hoy), Uruguay, Venezuela y Yugoslavia. Por alguna razón extraña se olvidaron de Arabia Saudita. La ausencia más flagrante la constituía, naturalmente, Estados Unidos. 




			La nota de respuesta soviética, firmada como comisario ad interim por Nikolái Krestinski, tenía idéntico texto, con las fórmulas correspondientes al reconocimiento de la República Española. De los Ríos manifestó a los periodistas que lo que se había hecho con dicho intercambio de notas era meramente un reconocimiento mutuo de los dos Estados. Quedaba por redactar un protocolo complementario que determinase la condición y el número de representantes diplomáticos y consulares así como su condición jurídica. En nuestra opinión, el ministro socialista tenía razón: se trataba de un acuerdo político entre los dos Gobiernos, por el que se procedía, sin condicionamientos, a dicho tipo de reconocimiento; se manifestaba la voluntad compartida de proceder cuanto antes al establecimiento de relaciones diplomáticas así como la intención de emprender negociaciones con vistas a concertar un tratado bilateral de comercio y sobre tales bases desarrollar las relaciones comerciales entre ambas partes. 




			Las notas concertadas eran ambiciosas. Obsérvese la referencia al objetivo de concertar un tratado comercial. También se indicó por el ministro que, en las negociaciones ulteriores para concluirlo, intervendrían —lógicamente— los de Industria y Comercio y Hacienda. Suponemos, anticipando lo que vendrá después, que esta orientación no se ocultó a Ostrowski y que por tanto se conoció y aprobó en Moscú. No nos parece posible que el enviado soviético hubiera podido aceptarla sin el respaldo previo de su capital.34 




			Subrayemos que en aquella época un acuerdo del tipo enunciado, con un intercambio de notas mediante telegramas, no implicaba normalmente un convenio formal con consecuencias jurídicas, salvo en lo que se refería al reconocimiento. Esto se entendía como algo ya adquirido y que, por tanto, no tenía carácter revocable salvo que se produjera un cambio fundamental en las circunstancias.35 




			Los rumores apuntaban entonces, según los franceses, a Luis Araquistáin como futuro embajador en Moscú. Hubo otros nombres. Azaña, en sus diarios, mencionó a Rodrigo Soriano, pero cuando recibió en Madrid al embajador en México Julio Álvarez del Vayo a principios de agosto no le quedó duda de que, como era cierto, aspiraba al puesto. De los Ríos sugirió el nombre de Pascua, pero Prieto y Largo Caballero se opusieron terminantemente ya que ello llevaría al PSOE a perder un escaño en las Cortes. Tampoco gustaba a Alcalá-Zamora.36 




			A tenor de la embajada francesa en Moscú, tras reproducir las dos notas concertadas, Pravda e Izvestia habían argumentado que eran una señal de la nueva consagración de la política de paz soviética y del preludio de nuevos reconocimientos. Subrayaron también las diferencias entre el reconocimiento y los de 1924. En tanto que estos últimos habían partido del supuesto de una «regeneración» de la URSS, los de 1932, 1933 y los que no tardarían en llegar37 demostraban la consideración del país de los soviets como un factor importante en la política mundial. La Vanguardia reprodujo una parte de lo escrito por Pravda: 




			 




			Hay una gran diferencia entre las condiciones que indujeron a los Estados capitalistas a reanudar las relaciones normales con la URSS en 1924 y las de este año. Los gobiernos capitalistas alimentaban en 1924 ilusiones sobre la transformación inevitable del poder soviético, sobre la renuncia de los principios socialistas. En la lucha para la construcción socialista actualmente existen nuevos factores que son los éxitos económicos de la URSS, factores que deberían tomar en consideración todos los países capitalistas, incluso España. 




			 




			No sorprenderá que la decisión despertara comentarios varios en la prensa madrileña. Más que hacer un repaso por las hemerotecas, preferimos circunscribirnos a la selección que, más próxima al caso, hizo la embajada francesa. El Debate, en el surco del partido gilroblista de Acción Popular y luego de la CEDA, marcó desde el primer momento su protesta. No existía razón alguna para reconocer al régimen soviético. Por el contrario, sí había multiples motivos que aconsejaban a cualquier gobierno español evitar el contacto con los comunistas de Moscú. Los socialistas, De los Ríos y el órgano oficial del PSOE habían aducido razones comerciales, pero los medios económicos españoles habían subrayado los peligros inherentes, como también lo habían hecho las compañías carboníferas y los agricultores levantinos (sic). Hasta entonces las relaciones económicas solo habían funcionado en favor de los soviets que vendían petróleo pero cobraban en una moneda sana y al contado.38 




			Sin embargo, continuó el diario católico, en el contrato (sic) se había estipulado la reciprocidad. Lo que habían hecho Ostrowski y sus técnicos era pasearse por todas las provincias. En dos palabras, lo acontecido solo servía a los intereses de los comunistas rusos y de los socialistas españoles revolucionarios (sic).39 Los intereses materiales españoles no ganaban nada. Sus intereses morales perdían mucho. El reconocimiento era un gesto simbólico, un ademán marxista, un saludo al comunismo y un nuevo avance de la revolución. Los soviéticos ganaban en el plano financiero (sic) y propagandístico, este último un sector cuyos guardianes miraban con buenos ojos la revolución. El socialismo español esperaba un refuerzo y servía a una causa extranjera. Quizá un ministro pudiera jactarse de ello ante sus electores (alusión a Prieto). Argumentos absolutamente pueriles. 




			Herbette no se privó de criticar a El Debate. En su reproche a los socialistas por buscar un apoyo entre los comunistas, el diario clerical (sic) olvidaba que era precisamente la campaña excesiva de la derecha española y su tendencia fascistizante lo que impulsaba a los socialistas a acercarse a los partidos situados a su izquierda.40 En ello, indicó el embajador, había ciertamente un germen de peligro, pero la culpa la tenían quienes predicaban la reacción a todo trapo en un país en el que los problemas agrarios por sí solos engendraban tantas posibilidades subversivas. 




			En Ahora la reflexión no fue menos hostil. El hecho no dejaría de producir un sobresalto difícil de reprimir en el fondo de la conciencia nacional. La aventura diplomática (sic) suscitaba un movimiento enérgico de desaprobación. No sería preciso esperar el desarrollo ulterior para enjuiciar el hecho y prever sus consecuencias. El supuestamente fino analista que era el autor ya las daba por descontadas. El futuro tratado comercial era un resultado de las nuevas relaciones diplomáticas. A decir verdad, la única razón de su establecimiento. ¿Cuáles serían las bases para negociarlo? ¿Existían garantías concretas que asegurasen la reciprocidad de trato? Había motivos para pensar que incluso en este terreno los intercambios comerciales no fuesen en modo alguno favorables a España. Todas estas cuestiones que tanto preocupaban al comentarista tendrían, evidentemente, que abordarse en la negociación misma. Ahora anticipaba demasiado y no confiaba, es obvio, en el Gobierno. 




			La Vanguardia resumió, por su parte, los comentarios de Luz y de El Sol. El primer periódico, sorprendentemente ya que apoyaba a Azaña, indicó que era evidente la estrechez de la base política del reconocimiento. Solo los socialistas y los radical-socialistas se interesaban por las relaciones con la URSS. En otros países había sucedido lo contrario, pero, en fin, lo importante era no caer en el tipo de diplomacia antigua (sic), con una gran embajada inútil. «Hubiera sido más, por ser más efectivo, empezar restableciendo delegaciones comerciales. Y a eso debe tenderse, a conseguir que entre los pueblos rusos y españoles se establezcan relaciones efectivas.» El comentario no podía estar más fuera de la realidad. 




			Por su parte, El Sol rizó el rizo: 




			 




			A España le interesa Rusia como mercado. Haciendo abstracción de la cuestión política, cuya interferencia puede evitarse, Rusia es un gran comprador potencial. Para ello no hay más que repasar las listas del comercio exterior de las principales naciones europeas. Las más conservadoras no desdeñan los tratos comerciales con los rusos, porque sus adquisiciones suelen ser de gran importancia. Pero señalémoslo: a nadie le habían ofrecido estas garantías en prenda. 




			 




			(Conclusión que se nos antoja algo confusa, porque muchos años antes tanto el Reino Unido como Francia habían establecido relaciones; el primero las cortó en 1927, pero dos años después las renaudó.) 




			La Agencia Radio francesa, en su servicio del extranjero, recapituló las informaciones que recibía sobre España y señaló a sus suscriptores que no era exagerado afirmar que se trataba del primer acto positivo importante de la diplomacia de la joven República española. Prometía una aceleración de las relaciones comerciales entre ambos países. La prensa que reflejaba los intereses de los sectores industriales había adoptado una actitud prudente. Otros periódicos repetían los manidos argumentos de los sectores monárquicos sobre los peligros de la propaganda que podría emanar de los consulados y agencias soviéticos que se instalaran. La agencia observó que tales temores eran exagerados ya que el Gobierno español no parecía establecer relaciones diplomáticas regulares sin adoptar previamente garantías análogas a las concedidas por los soviets, en parecidas ocasiones, a los Gobiernos francés e inglés.  




			Le Temps parisino, periódico de lectura obligada en los círculos políticos y diplomáticos de la época, llamó la atención sobre que España adquiría petróleo soviético por un importe cuatro veces superior a todo lo que exportaba a la URSS, por lo que era totalmente comprensible que quisiera reducir el déficit que presentaba el comercio bilateral. En cuanto a las concesiones que pudieran hacerse a los rusos no serían mayores que las que les habían otorgado Inglaterra o Francia. Como es lógico, la embajada española en París envió al Ministerio de Estado los correspondientes recortes y un despacho analítico que resumía los más relevantes. Solo destacó como absolutamente negativo el del Journal des Débats, de extrema derecha. 




			De los Ríos continuó. El protocolo que debería regular las modalidades de las relaciones había ya empezado a tantearse con Ostrowski. El Gobierno soviético deseaba instalar consulados en Barcelona y en Bilbao en tanto que los españoles pensaban en Odesa y en Batumi. Era lógico, ya que desde tales ciudades podían supervisarse los envíos de petróleo del mar Negro. Con todo, la evolución de la situación política en España suscitaba interrogantes sobre el futuro de las relaciones entre ambos países.41 




			 




			EL SERVICIO DE INFORMACIÓN RUSA (SIR) Y LA OFICINA DE INFORMACIÓN Y ENLACE (OIE) DE LA DGS 




			 




			Lo que terminaría siendo una prolongada saga hasta llegar al establecimiento de misiones diplomáticas en ambos países discurrió en paralelo a las noticias que sobre la evolución de la URSS fueron llegando a Madrid procedentes de las embajadas (o, en la terminología de la época, legaciones) de España en los países limítrofes. Haremos una referencia a las mismas en la segunda parte de este capítulo en relación con los aspectos económicos y comerciales, pero ya aquí debemos llamar la atención sobre un tema que, desde los años veinte, había excitado a la derecha española: el temor a la infiltración comunista y a los manejos subversivos de la Comintern. Insistimos en que volvió a aparecer en 1977, sin esta última, cuando se planteó el establecimiento de relaciones diplomáticas plenas entre España y la URSS tras la muerte de Franco. 




			Dejando de lado lo que las misiones diplomáticas monárquicas pudieran haber remitido durante la dictadura primorriverista sobre la subversión comunista, conviene hacer una sucinta referencia a la información que llegó al Ministerio de Estado tras el reconocimiento mutuo de 1933. Es un tema muy querido de la literatura filofranquista pero, para nosotros, marginal. 




			Las fuentes nutricias fueron muy diversas. Por ejemplo, glosas sobre el programa (público) del PCE; comentarios sobre las noticias que aparecían de vez en cuando en la prensa soviética acerca de España; análisis de los mecanismos de infiltración comunista a través de las embajadas en el exterior; experiencias obtenidas en la relación con los partidos y organizaciones comunistas en los países de acreditación (en particular para domeñar las tendencias o situaciones revolucionarias) y, no en último término, estudios sobre los peligros que podrían derivarse de la actuación de las delegaciones comerciales soviéticas en el extranjero. Todo ello se hizo al amparo de un denominado Servicio de Información Rusa (SIR), que estableció un conjunto de corresponsales (no identificados) en los países limítrofes de la URSS y que se financiaba con cargo a fondos reservados desde varias legaciones y consulados. 




			Los despachos, de los que nos hemos limitado a hacer una selección muy restrictiva, se reenviaban al Ministerio de la Gobernación, al igual que se hacía con los manejos antirrepublicanos (por lo general monárquicos) en el exterior.42 El abanico de temas fue muy amplio. En un despacho del 13 de octubre de 1934, el ministro en Bucarest, Pedro Prat y Soutzo, ofreció una amplia reseña de los abordados: actividad desarrollada por el Gobierno soviético en distintos aspectos tales como el comercial, industrial, financiero, agrícola, militar y de política exterior amén de informaciones sobre la Comintern tanto en términos generales como específicos a España. Presentó tal chorro de informaciones como opuesta a la tesis francesa oficialmente sostenida por el Quai d’Orsay. Un comentario marginal a mano es revelador: «Mucho interés en Gobernación. Mandar los envíos anteriores». La anotación se repite en otros despachos.43 




			En tal dirección cabe señalar en primer lugar el toque de alerta que ya el 4 de mayo de 1933 dio Antonio Mosquera desde Bucarest,44 con el beneplácito y calurosa recomendación de Prat. Este funcionario —llamado a una carrera significativa en el primer franquismo—45 creía que el punto culminante de la intervención de la Comintern en España ya había pasado y que, por falta de medios, la agitación se mantendría en el terreno de la mera propaganda, algo que no consideraba desdeñable, pero se preguntaba si el nivel no se habría reducido habida cuenta del reconocimiento de iure de la URSS. En realidad, acertó plenamente. Mosquera aprovechó para llamar la atención sobre los peligros potenciales de una fuerte delegación comercial. Acompañó un artículo de Pravda del 26 de junio de su corresponsal (sic) en Madrid sobre la persistencia de la revolución en España.46 




			El cónsul y, a la sazón, encargado de Negocios en Estonia, Federico Ferrer Sicars,47 expuso los manejos soviéticos en dicho país báltico de las representaciones diplomáticas en los antiguos territorios zaristas. Los achacó a su peculiar organización, pues en ellas cohabitaban diplomáticos y agentes de la GPU (predecesora de la NKVD), ocultos siempre bajo denominaciones de conveniencia. Uno de sus lectores en el Ministerio de Estado señaló las consecuencias: «Puntos a retener. El embajador no es el jefe. Lo es la GPU. El Komintern, encargado de organizar la revolución mundial, está dirigido por el jefe de la delegación comercial. Este destina parte de los ingresos comerciales a tal fin. Los buques mercantiles y agregados militares (sic) encargados de la propaganda». Un poco absurdo, en especial la referencia a los agregados militares, pero es cierto que los comerciales podían asumir otras tareas. 




			Ferrer no tardó en emitir informes mensuales sobre la propaganda soviética en España. Señaló que, a los ojos de la Comintern, la situación era especialmente única e interesante, acudiendo a afirmaciones atribuidas a Lenin y a Trotski que realzaban el papel del campesinado en la agitación subversiva.48 Subrayó que en España había incluso apoyado moral y materialmente a los anarcosindicalista, ateniéndose al principio de que en aquellos países donde el partido comunista no contaba con fuerza suficiente para desarrollar una acción eficiente, había que proteger a otros partidos revolucionarios, fueran «de extrema derecha o de extrema izquierda». No obstante, en el futuro él creía que la Comintern pensaba concentrar sus esfuerzos en los propios comunistas. 




			El apoyo económico al PCE lo ha abordado Hernández Sánchez49 en el caso español, a quien agradezco muy sinceramente las reflexiones que le ha inspirado cierta documentación que encontré en el CDMH de Salamanca. Como en otros países, las contribuciones asignadas por la Comintern se destinaban en general a atender gastos de intendencia y propaganda, es decir viajes y el mantenimiento de una infraestructura mínima. En el caso español, las cantidades no fueron enormes, sin considerar las «25 pesetas» (sic) que el Socorro Rojo Internacional (SRI) emitía en favor de los presos. El PCE no había ocupado un lugar importante en la visión geoestratégica de la URSS, a pesar de toda la propaganda primorriverista y las «noticias» alarmantes que solía publicar la prensa de derechas. Sabemos, gracias a Margarete Buber-Neumann —quien llegó a España en febrero de 1933 con dinero y consignas para su marido, Heinz Neumann, asesor editorial de Mundo Obrero—, que la parte del león se la llevaban los asesores de la Comintern.50 




			La Revolución de Octubre de 1934 despertó en varios países europeos solidaridad con los presos y exiliados españoles que se unieron a otras precedentes en favor de otras figuras del antifascismo internacional.51 También, lógicamente, en la URSS, donde se hicieron colectas en su favor. El PCE se aprovechó de la debilidad del apoyo económico de los partidos socialistas.52 No cabe olvidar que ya en noviembre se constituyó, a instancias del PCF, un Comité Popular de ayuda a todas las víctimas del fascismo en España. Tras un recuento de las noticias aparecidas en la prensa soviética y la confesión de que le era imposible saber si las promesas de ayuda a los represaliados les llegarían o no, Prat y Soutzo vio una ocasión de oro para informar a Madrid el 10 de diciembre en los términos siguientes, muy en consonancia con las tesis mantenidas en los círculos oficiales del país en que estaba acreditado: 




			 




			Esta propaganda prueba una vez más la duplicidad de sobra conocida de los gobernantes de Moscú, quienes —como miembros del Partido Comunista y del Komintern— inspiran e impulsan indudablemente las actividades precitadas en favor de la revolución española y, como gobernantes, pretenden nunca inmiscuirse en la política interior de los diversos países con los que mantienen relaciones amistosas, según —una vez más— he oído estos días de la boca de mi nuevo colega soviético, el Sr. Ostrovsky, en la visita protocolaria que él me hizo el día 8 y que yo le he devuelto esta tarde. El Sr. Ostrovsky, después de asegurarme de su amor a España, comentó el movimiento revolucionario diciendo que —por ser un asunto interno español— no quiere discutirlo detalladamente ni tampoco la actitud y la participación de su amigo Indalecio Prieto, pero que lamentaba lo ocurrido, pues España —dijo— necesita un período de paz y tranquilidad que le permita restablecer su economía. 




			 




			¡Qué brillantez expositiva! En Madrid, los servicios republicanos de seguridad interior (la Oficina de Información y Enlace, OIE, que desvelé en El gran error de la República y que habían penetrado o iban a penetrar la trama golpista en el Ejército), se las apañaron, bajo la dirección del capitán de la Guardia Civil Vicente Santiago Hodson, para identificar los pagos efectuados por el PCE durante la mayor parte del año 1935. La suma ascendió a la no despreciable cantidad de 794.942,98 pesetas (obsérvese la pulcritud contable), pero de la misma el grueso se destinó a Madrid (769.528,98). 




			Los pagos a quince provincias oscilaron entre un máximo de 9.690 (Sevilla) y un mínimo de 50 (Cáceres). A Barcelona se destinaron 4.895; a Bilbao, 4.100, y a Guipúzcoa, 1.779. El resto recibió cantidades inferiores a 900 pesetas. En todos los casos los receptores figuran con nombres y apellido. Las cantidades remitidas fueron tan exiguas, salvo la relativa excepción de Sevilla, Barcelona, Bilbao y Guipúzcua, que debían de tratarse, básicamente, de subsidios a dirigentes presos. En todo caso, la distancia sideral entre los recursos asignados al comité provincial de Madrid53 y a los de Sevilla, Barcelona y las dos provincias vascas en conjunto ponían de relieve la macrocefalia organizativa. Distribuidos los gastos en tres grandes capítulos de sueldos y gastos de alojamiento; administración y viajes y propaganda, el resultado era que el primero consumía un 7,4 %; el segundo, el 92,5 %, y el tercero, solo un ridículo 0,1 %. Esto reflejaba el efecto derivado de la situación de suspensión en que se encontraban sumidas las publicaciones del partido. 




			Mención aparte merece un pago de 288.000 pesetas en divisas (600.000 francos) a alguien a quien la policía no pudo identificar y cuyo destino también se ignoraba. No es nada improbable que se tratara de una transferencia a favor del PCP, también clandestino en Portugal, y de cuyas relaciones con la Comintern se ocupaba el español. Los sueldos de lo que el argot interno se denominarían «liberados» —es decir, cuadros dedicados en exclusiva al trabajo político a sueldo de la organización—, de los que aparecen referenciados con nombres o alias unos noventa, oscilaban como media entre las 130 y las 180 pesetas al mes para los cercanos a la base y alrededor de las 350 pesetas para los miembros de los órganos superiores. En el monto total iban incluidas las ayudas para el pago de alojamiento en pensiones u hospedajes que, a tenor de los precios (entre 15 y 60 pesetas al mes) no parece que fuesen de demasiado lujo. 




			Hay pagos detallados por un total de 439.329,48 pesetas a beneficiarios inmediatos y mediatos con denominaciones personales y no personales, a veces difíciles de identificar. La policía pudo, probablemente, entrar en conocimiento de tales datos gracias a la colaboración de los bancos (Hispano Americano, Alemán Transatlántico, de Vizcaya, de Bilbao y Soler Torres y Hermanos) para un total de 279.799,50 pesetas, equivalentes a 516.500 francos. 




			Debemos señalar que los dólares no eran la principal divisa que recibían los comunistas españoles, que operaban preferentemente con francos franceses. De los cambios de moneda extranjera en los diferentes bancos en Madrid, la OIE pudo saber que 499.000 fueron francos y 4.500, dólares. A unos tipos de cambio de 0,48 pesetas/franco y a 7,3 pesetas/dólar equivalieron a 239.520 y 32.850 pesetas, respectivamente. 




			¿Cuáles eran las dádivas que los dirigentes comunistas españoles recibían de la Comintern? A juzgar por los datos de noviembre de 1935 (según dicen los historiadores, periodistas y gacetilleros enamorados de la posterior dictadura, ya volcados en plena preparación de la «revolución» en España) eran bastante parvas, por no decir un tanto miserables. Para comprobar lo ajustado o no de tal afirmación conviene recordar que, en términos comparativos, la retribución media de un trabajador cualificado para una jornada semanal de 48 horas era de 0,98 pesetas/ hora; la de un peón 0,60 (ambos con datos de 1930) y la de un obrero industrial 1,52 (con datos de 1934 y 1935). Esto suponían salarios mensuales de 188,2, 115,2 y 291,8, según los cálculos de Vilar Rodríguez. De este modo, «Pepe» (probablemente Díaz, secretario general) ganaría 355 pesetas, «Pedro» (probablemente Fernández Checa, secretario de Organización) y «Jesús» (probablemente Hernández, responsable de agitprop), 450, incluyendo gastos extraordinarios. Llaman la atención la parquedad de los devengos de «Modesto», responsable de las MAOC, quien solo justificaba la percepción de gastos de pensión y personales por una media inferior a 60 pesetas, y de César Falcón, director de Mundo Obrero, con una asignación media de 127 pesetas. A Francisco Galán, instructor de las Milicias Antifascistas Obreras y Campesinas, se le abonaron 60 pesetas. Es decir, como señala Hernández Sánchez, «para ser el destacamento español del Estado Mayor de la revolución mundial no parece que las soldadas fuesen ubérrimas si se comparan con la de quienes estaban obsesionados con combatirles». A título meramente anecdótico, la nómina en 1935 del jefe del Estado Mayor Central (EMC) —un tal Francisco Franco— ascendía a 2.493,98 pesetas.54 




			Ciertos documentos adicionales de la misma fuente hacen pensar que la mayor parte procedió del SRI, que inyectó de entrada más de 72.000 pesetas, amén de otras organizaciones. Los comunistas tuvieron dificultades en conseguir la formación de un frente unido que englobara también a los socialistas y que se materializó en el Comité Nacional de Ayuda a las Víctimas de Octubre.55 Finalmente, el PSOE aceptó formar parte del mismo, junto con Izquierda Republicana y el grupo de Martínez Barrio. No lo hizo en el comité nacional proamnistía, en el que sí figuraban el PCE y otros partidos republicanos de izquierdas.56 La participación de bancos españoles o establecidos en España hace pensar que una parte sustancial se canalizó por vías abiertas.57 




			Finalmente, en relación con este tema conviene recordar que cuando la OIE consiguió la documentación anterior, tanto el PCE como el resto de organizaciones políticas y sindicales de la izquierda se encontraban un tanto hibernados. Sus actividades legales estaban suspendidas a raíz de la represión por los hechos de octubre de 1934. El interés añadido de los datos localizados por los servicios de seguridad republicanos estriba en poder establecer una hipótesis adicional: si la inyección de recursos por parte de la Comintern estaba en consonancia con el giro estratégico del VII Congreso, al que nos referiremos inmediatamente, no parece que el cambio de rumbo tuviera efectos sobre las asignaciones hechas a los camaradas españoles. Es decir, quizá confirman la hipótesis de Buber-Neumann mencionada anteriormente. 




			 




			DIPLOMÁTICOS INFORMAN 




			 




			En su mundo, muy alejado de los acontecimientos de España, los diplomáticos españoles en Estonia y Rumanía desarrollaron una actividad no desdeñable, aunque sus informaciones hay que tomarlas con varios granos de sal. Para Luis Mariscal Parado, cónsul en Bucarest, el 26 de diciembre de 1933 era evidente que la prensa soviética continuaba dedicando una atención preferente (sic) a España, viendo en ella una etapa avanzada en el proceso de descomposición del régimen burgués «seudorevolucionario» —«social-fascista»— en contraste con la marcha ascendente del PCE hacia «la conquista del poder por el proletariado». 




			No obstante Mariscal se apresuró a indicar que 




			 




			entre estos informes de prensa, más que tendenciosos, inocuos, por estereotipados en su densa y abstrusa literatura —verdadero «bourrage de crânes»— habitual a los escritores bolcheviques, destaca raramente algún informe objetivo que merezca ser señalado. 




			 




			Hizo una excepción con un artículo de un tal A. Brones, corresponsal de La Internacional Comunista (sic)58 que había analizado en detalle las medidas prácticas indispensables para preparar la caída del régimen burgués-capitalista y el advenimiento del régimen soviético. La precisión y claridad de los puntos que reseñó, y que no reproducimos, excusaban todo comentario.59 




			Siguiendo órdenes de Madrid, Prat se esmeró en mantener un chorro de información sobre la postura y ayuda soviéticas a los comunistas españoles que se trasladó inmediatamente al Ministerio de Gobernación. Con ocasión del fundamental VII Congreso de la Comintern, una consecuencia lógica de la adhesión soviética a la SDN y de la nueva estrategia de coalición con las fuerzas no comunistas (que había estado preconizando el PCF y asumido Georgi Dimitrov, que pronto sería nombrado secretario general de la Comintern)60 y el creciente peligro nazi, el SIR informó prolijamente de su apertura. Prat subrayó que se había celebrado por anticipado (lo cual no era cierto) y que se había adelantado quizá para inducir en error a las policías de los diversos países cuyos partidos comunistas enviaban sus delegaciones al congreso, lo cual al menos en el caso español era cierto, pero un tanto irrelevante. Se detuvo en la descripción de la sesión de apertura y señaló que, después del delegado chino, «la Srta. Dolores pronunció un discurso ardoroso y emocionante en que transmitía al congreso el saludo fraterno del proletariado español». Se refería, evidentemente, a Dolores Ibárruri. 




			Dado que Prat no estuvo en Moscú, la descripción y comentarios que trasladó al Ministerio de Estado no sabemos hasta qué punto fue una valoración propia de los datos que el SIR le hubiera proporcionado. En relación con el punto central de cambio de estrategia lo describió como sigue: 




			 




			De hecho, el Jefe, amo, conductor e inspirador de esta Babilonia es Stalin. La nota de obediencia absoluta a la voluntad del dictador ruso predomina en todos los discursos y manifestaciones de los congresistas. Stalin es el Jefe supremo y reconocido del proletariado mundial. Todos los discursos tienen huellas evidentes de la política y mentalidad staliniana. Es lo que constituye la diferencia entre el actual congreso y los congresos anteriores. «Si el fascismo alemán», dice Pieck,61 «hace tentativas de atacar la independencia nacional de los demás Estados europeos, la resistencia de las burguesías nacionales de estos países contra la agresión alemana será una guerra justa en la que el proletariado y los comunistas no faltarán en participar.» Esta frase resume admirablemente la «política exterior» del Komintern: apoyar a las burguesías de los Estados opuestos a Alemania. La tesis forma un puente entre Manuilsky62 y Litvinov, entre el Komintern y los pactos de asistencia mutua. No hay que pensar sin embargo que las necesidades del momento —el peligro alemán— le hacen al Komintern detener su trabajo corriente y abandonar su actuación revolucionaria. Al contrario. Ha cambiado la táctica de este trabajo, no el objetivo: «Nuestro lema principal», dice Pieck en el mismo discurso, «es el poder soviético en todo el mundo». Pero la palabra del día es el frente común y la unión «de todas las fuerzas anti-fascistas». Moscú hará todo lo posible para salvar «los restos de la democracia burguesa y del parlamentarismo que sobreviven todavía en Europa de la invasión fascista».63 




			Las 65 delegaciones representando el proletariado del globo terrestre tienden una mano amistosa a todos los enemigos del fascismo. La resistencia obstinada de los jefes de la II Internacional es lamentable, pero las masas socialistas comprenden ya que el «reformismo» ha fracasado definitivamente. El ala izquierda de la socialdemocracia mundial lucha ya a nuestro lado (Front Populaire, en Francia). La humanidad se halla frente al dilema: soviets o fascismo. ¡Hitler o Stalin! No hay término medio. Los acontecimientos de los últimos siete años transcurridos desde el VI congreso del Komintern (…) han demostrado la perspicacia de Moscú y la imbecilidad de los Señores Vandervelde,64 Hilferding,65 etc., etc.66 




			 




			No cabe reprochar a Prat que, escribiendo sobre la marcha, no captase la importancia histórica del giro del VII Congreso. Fue la base teórica y política (o política y teórica) sobre la cual terminó edificándose la ayuda de la URSS a la República posteriormente. La literatura que ha generado dicho congreso es inmensa. Servidor hizo un resumen brevísimo de la misma, al cual me remito teniendo en cuenta que debe ser corregido en algunos aspectos contextuales a la vista de la nueva documentación que aquí se aporta.67 




			Uno de los últimos despachos que hemos localizado sobre el tema anterior data del 27 de noviembre de 1935. En él, Prat se hizo eco de los múltiples esfuerzos y declaraciones de la Comintern en favor de la unión de todas las fuerzas de izquierda con objeto de formar un frente común «contra la guerra y el fascismo». El ejemplo de Francia servía de aguijón en unos momentos en que la Italia fascista había procedido a la agresión contra Abisinia. Prat describió detalladamente los contactos habidos entre las dos Internacionales y también las reticencias a tomar medidas contra el régimen de Mussolini por parte de los representantes del Reino Unido, Suiza, Dinamarca, Suecia y Checoslovaquia, es decir, «las ciudadelas de la socialdemocracia mundial». Moscú, sin embargo, no quería prestar demasiada atención a tales «mezquindades políticas», pues «se trata de salvar la humanidad de una nueva catástrofe que podría derivar de la guerra africana». Prat recogió las reacciones irónicas de los periódicos soviéticos ante la idea de «poner las fuerzas obreras mundiales a la disposición de la SdN y seguir insistiendo que sus miembros se pongan de acuerdo lo más pronto posible para impedir la guerra». 




			En un plano de realpolitik, Prat enunció lo que había detrás: 




			 




			Claro está que la suerte de los abisinios no les importa nada a los soviets: lo que les interesa es la actitud de la II Internacional y de la SdN en caso de una tentativa alemana o japonesa. 




			 




			Ello se desprendía del comunicado de la Comintern al referirse al momento en el que la sangre se derramaba en Abisinia y cuando el imperialismo japonés preparaba su ofensiva en China y seguía creciendo el peligro de una nueva conflagración mundial. Era preciso, pues, no dar ánimos a los militaristas, no solo italianos, sino también japoneses, alemanes, etcétera, y Prat remachó que 




			 




			esto es naturalmente la verdadera punta del problema. No hay que olvidar que el éxito de la diplomacia soviética depende en gran parte de la suerte del frente unido. 




			 




			Este despacho mereció la calificación de interesante en el Ministerio de Estado. Si se distribuyó a la Presidencia del Gobierno no está determinado, pero ¿quién en Madrid iba a pensar que la situación etíope iba a tener un remedo de repetición en tierras españolas unos cuantos meses después? 




			 




			DE FERNANDO DE LOS RÍOS A CLAUDIO SÁNCHEZ-ALBORNOZ 




			 




			Hay que volver a 1933. En general, los trabajos que conozco sobre los contactos intergubernamentales para asentar embajadas recíprocas constatan que el intercambio de notas de julio no tuvo consecuencias. Madariaga añadió algunos detalles absolutamente fundamentales que pasaremos por el cendal de una abundante evidencia documental todavía inexplorada. Lo que en la historiografía suele caracterizarse como una subsiguiente parálisis se pone por lo general en el debe de los gobiernos que sucedieron al último de Azaña tras su descabezamiento por el presidente de la República en septiembre de 1933. El propio Azaña guardó silencio, en el supuesto de que se hubiera enterado de lo que fue ocurriendo. La sucesión de gobiernos radicales o radical-cedistas implicó, se afirma habitualmente, la paralización de las futuras negociaciones en consonancia con las ideas enunciadas en El Debate y apoyadas por otros órganos de prensa de derechas que nunca se bajaron del carro. Tales enfoques no nos parecen suficientemente adecuados para describir la realidad histórica. 




			No cabe duda de que lo que ocurrió tampoco fue del todo como se esperaba. La secuencia recuerda algo la experiencia francesa de los años veinte. Esto puede afirmarse hoy con alguna certeza gracias a la documentación, que esta vez sí he localizado, del Ministerio de Estado. El período para el que he encontrado evidencias fiables cubre el resto de 1933, todo el año 1934 y algo de 1935. Alejandro Lerroux ocupó la presidencia del Consejo de Ministros desde septiembre a octubre de 1933 y desde diciembre de este año a septiembre de 1935, salvo dos breves intervalos en los que la ejercieron Diego Martínez Barrio (octubre a diciembre de 1933) y Ricardo Samper (de abril a octubre de 1934). 




			La cartera de Estado, que para nuestros propósitos es crucial, estuvo en manos de Claudio Sánchez-Albornoz (septiembre a diciembre de 1933), de Leandro Pita Romero (diciembre de 1933 a octubre de 1934), de Ricardo Samper (de octubre de 1934 a abril de 1935) y de Juan José Rocha (de abril a septiembre de 1935). Una rotación vertiginosa. No es de extrañar que la puesta en práctica de las consecuencias del cruce de telegramas de julio de 1933 fuese, cuando menos, algo accidentada. 




			Dos rasgos tipifican el período: ni se establecieron embajadas ni hubo embajadores, pero sí se preparó concienzudamente el terreno, algo escasamente conocido salvo por algunas distorsiones introducidas por Madariaga en sus memorias. Tampoco se llegó a un acuerdo comercial, a pesar de varios intentos, y los intercambios continuaron dominados por el petróleo. Se estudiaron, eso sí, los métodos comerciales soviéticos. Los abordaremos por este orden, pero antes debemos concluir con la gestión de Fernando de los Ríos, ya muy limitada y que puso en marcha un mecanismo que fue dando los frutos esperados, aun cuando quedasen en el plano teórico. 




			De entrada, los franceses atendieron la petición española. Entre agosto y septiembre de 1933 remitieron a la embajada en París copias de las cartas credenciales a favor de los embajadores Jean Herbette y Charles Alphand cuando fueron destinados a Moscú. También la primera comunicación dirigida al presidente del Consejo de Comisarios (Sovnarkom) en octubre de 1924 para poner en marcha el proceso de regularización de relaciones tras el reconocimiento diplomático acaecido el 19 de julio de este último año. Debemos subrayar que los intercambios comerciales franco-soviéticos no fueron objeto de ningún acuerdo en particular.68 La representación comercial soviética, ubicada en París y en Marsella, recibió un estatuto distinto al de la embajada y quedó sometida al régimen de derecho común sin gozar de privilegios especiales. La situación respectiva de los ciudadanos de cada país tampoco se definió en un acuerdo de establecimiento ni en ninguna convención consular. Los soviéticos no podian entrar ni salir del territorio francés sin visado previo y no lo concedían —salvo excepciones— los funcionarios diplomáticos franceses en el extranjero sin autorización específica del Quai d’Orsay. En París se radicó un único consulado. Otras disposiciones bilaterales franco-soviéticas no son interesantes para nuestros propósitos. 




			Las reacciones españolas, a través de la embajada en París (que informó detenidamente sobre la repercusión, un tanto contradictoria, en los periódicos locales), se atuvieron a una dinámica estándar. La primera es que de forma rápida se ordenó que suscribiera al Ministerio de Estado a toda una serie de revistas y publicaciones de naturaleza económica, amén de a varios periódicos. Esta suscripción se mantuvo religiosamente hasta el estallido de la guerra civil. Una segunda reacción muestra también que el Gobierno Azaña deseó actuar velozmente. El 17 de agosto se instruyó a la embajada que comunicase a la soviética que no había inconveniente en conceder el plácet al excomisario de Educación Pública y exrepresentante en Ginebra Anatoli Lunacharski.69 Fue la respuesta a la visita del encargado de Negocios soviético, Marcel Rosenberg, solicitándolo. En Madrid ya se había elegido el futuro embajador en Moscú en la persona de Julio Álvarez del Vayo. 




			En San Sebastián, el Ministerio de Estado no tardó en ponerse en contacto con él acerca de los detalles prácticos de la instalación de la embajada. Herbette había informado sobre sus propias experiencias. Entre todos los empleados no había habido ningún soviético. Alquilar una casa era un asunto complejo para lo que era preciso realizar una multitud de gestiones previas. En el ministerio se pensaba que todo ello debía hacerse antes de su llegada. Un diplomático, Vicente Álvarez-Buylla, lanzó la idea de enviar ante todo a un funcionario para preparar el terreno. Esto agradó tanto al futuro embajador como al ministro y se pensó ya en un nombre. Continuó figurando como futuro explorador: se trataba de Pedro Lecuona Ibarzábal. Podría ir también de primer secretario, aunque la Sección de Personal no estaba muy en favor del ascenso. Acababa de partir para Argentina pero podía regresar de inmediato. Era la persona adecuada. Hablaba ruso, estaba casado con una estonia y había sido cónsul varios años en Tallin, desde donde informaba sobre asuntos soviéticos. Lo había hecho muy bien.70 




			Álvarez del Vayo no tardó en presentar su renuncia tras la constitución del primer Gobierno Lerroux. La hizo pública el 19 de septiembre. El nuevo presidente del Consejo explicó que el futuro puesto no se cubriría hasta el momento oportuno. Es obvio que antes habría que crearlo formalmente. En gran medida, la literatura se ha quedado en este punto. Ahora bien, a la cartera de Estado llegó Claudio Sánchez-Albornoz, en aquella época ya considerado como uno de los grandes historiadores españoles. Madariaga no lo trató bien en sus memorias, pero lo cierto es que el Ministerio continuó con los preparativos para poner en práctica alguna de las consecuencias del reconocimiento de julio. Por ejemplo, El Socialista (28 de octubre de 1933) se hizo eco de los rumores que había llevado al Consejo de Ministros una terna de candidatos para Moscú. Entre ellos figuraban Agustín Viñuales, ministro de Hacienda en el último Gobierno Azaña; Diego Hidalgo y un periodista no identificado pero que se había distinguido por sus agrios ataques contra el PSOE. Más tarde, a mediados de 1934, se habló del director general de CAMPSA, Josep Maluquer Nicolau. En sus no publicadas memorias, este consignó que su nombre ya aparecía en la prensa como candidato, con gran consternación suya, que divisaba una campaña de sus enemigos para moverle el asiento en la Arrendataria. El ambiente en esta se había enrarecido desde el cambio de gobierno. Además, el banquero catalán Eduardo Buixaderes, que era delegado de Hacienda en el Monopolio, se la tenía jurada a Maluquer y a finales de 1934 dimitió. Ya había empezado a verse como futuro ministro de Hacienda.71 




			Sin embargo, el órgano del PSOE destacó que en el Ministerio de Estado se habían dado órdenes de «torpedear» las relaciones con Rusia. No era cierto. El 13 de septiembre, el entonces asesor jurídico para cuestiones internacionales, José de Vilallonga e Ybarra,72 sometió a la Superioridad un proyecto de acuerdo relativo al restablecimiento de relaciones normales entre los dos países, en cumplimiento de las instrucciones que le había dado De los Ríos. Constaba de siete artículos y estatuía las prerrogativas e inmunidades de que habría de gozar el personal diplomático de ambas embajadas, así como su número, las atribuciones de los agentes consulares y número de consulados, el establecimiento de una delegación comercial soviética en España y las funciones a ella atribuíbles, los derechos de los nacionales de cada uno de los dos países y el principio de no intervención en los asuntos interiores respectivos. 




			Poco después, Madariaga informó sobre la organización diplomática y comercial soviética en Francia. No la reproducimos salvo por un detalle que nos parece sumamente importante. En aquel momento, noviembre de 1933, tenía tres miembros: el jefe, Moise Gurevitch; el adjunto, Joseph Goldenberg, y otra persona cuyo título no especificó. Todos con inmunidad diplomática. Este último es, para nosotros, el más significativo. Se trataba de un armenio llamado Tateos Mandalian. El nombre no dirá nada al lector. De él dimos una sucinta biografía en su momento.73 Había sido de la Profintern (la organización sindical internacional comunista). Luego de la Comintern en China, pero ignoraba que hubiese estado destinado en París. Al tiempo —o en fechas reales que no he podido ubicar— fue también miembro de la poderosa Comisión Central de Control del partido74 y terminó desembocando en el Secretariado de la Comintern. Estuvo algo más de dos años en España durante la guerra civil bajo el nombre de Sergo Marchenko, en gran parte como encargado de Negocios. Un personaje nada insignificante. Fue el representante soviético que más tiempo estuvo en España.75 




			El 2 de diciembre, Sánchez-Albornoz envió una nota reservada a Madariaga. En ella incluía un proyecto de acuerdo, un pelín reformulado. El Consejo de Ministros lo había aprobado, algo de lo que Azaña no llegó a enterarse o se le había olvidado al escribir su análisis sobre la URSS y la guerra de España.76 




			En la prosa característica de la época Sánchez-Albornoz escribió a Madariaga: 




			 




			A la aguda percepción que tiene V. E. tanto de los aspectos más actuales e importantes de la política europea como de las especiales exigencias de la política exterior española, no se ocultará la necesidad de ir al restablecimiento de relaciones con Rusia, tanto en materia diplomática como en materia comercial, como en todos los órdenes que componen e integran la vida de relación entre los pueblos, recabando determinadas garantías que representen la seguridad de que en el porvenir el contacto entre ambos pueblos y entre ambos Estados y su recíproca conexión se desarrollarán de manera que conduzca a engendrar lazos comunes de amistad, de paz y de legítimo interés mutuo, cada día más estrechos y fecundos, como corresponde al sincero interés que en crearlos tiene el Gobierno de la República. 




			Creo inútil encarecer a V. E. la importancia de esta negociación que se le encomienda y dejo a su reconocido tacto la forma de iniciarla y graduarla sucesivamente y la libertad, si así lo estima oportuno, de hacerla preceder de una labor exploradora del ánimo de su colega de Rusia en el sentido de asegurarse, antes de dar a conocer los detalles de nuestro pensamiento y lo que habrán de ser nuestras exigencias concretas según el proyecto adjunto, de las disposiciones que su Gobierno pueda abrigar respecto de las líneas generales y puntos de vista básicos del Gobierno de la República española en esta materia, tales como se desprenden del propio proyecto. 




			 




			¿Qué significa lo anterior? Salvo documentación en contrario todo parece indicar que en Madrid se había estudiado concienzudamente la remitida por los franceses —que, por desgracia, no conocemos en su totalidad— y otra de distintas procedencias (Italia, Gran Bretaña). Después se trató de cohonestar las peculiaridades españolas con las precauciones que París había sentido en los años veinte y en diez años de relaciones diplomáticas con la URSS y sus representantes. Supongo que no de otra manera hubiese obrado el Gobierno de Azaña. El hecho es que ni este ni De los Ríos pudieron dirigir la maniobra. 




			Un telegrama del 4 de diciembre no dejó la menor sombra de duda a Madariaga sobre lo que estaba en juego: 




			 




			El proyecto (…) tiende a conseguir además de los fines de carácter general (…) a garantir al Estado español y a la economía nacional no solamente frente a cualquier forma de entablar relaciones con los soviets, que no represente una ventaja inmediata para nuestro comercio exterior, sino frente a cualquier modo de implantar representaciones diplomática y consular rusa en nuestro país que no esté concebido y negociado de manera que evite en la medida posible toda injerencia en política interior española y toda labor propaganda capaz de herir o lastimar vitales intereses seguridad prestigio régimen. Ruego V. E. se sirva considerar este telegrama como instrucciones reservadas complementarias de lo prescrito… 




			 




			Para facilitar la tarea desde Madrid se le envió el indicado proyecto de acuerdo redactado en francés, quizá con el fin de evitar que su traducción in situ facilitase una posible filtración. Retraducirlo y publicarlo en castellano en este trabajo no tendría mucho sentido porque estaba aderezado con las formulaciones y precauciones diplomáticas habituales. Especificaba que convenía proceder a su aprobación antes de empezar a negociar un acuerdo comercial. Se descartaron varios esbozos preliminares, cuya consideración alargaría nuestro relato. 




			El texto final constaba de nueve artículos a lo largo de seis páginas. Algunos de ellos eran absolutamente normales. Las embajadas gozarían de los privilegios e inmunidades previstas en el derecho internacional, además de los adicionales que se concedieran recíprocamente. El número del personal diplomático y subalterno que fijase el Gobierno soviético debería aceptarlo el español antes de que pudieran ejercer sus funciones. Cualquier modificación ulterior también la precisaría.77 Se tendería a equiparar las dotaciones en ambos casos. Las autoridades soviéticas procederían de igual forma con el personal español. 




			Particular atención se prestó al régimen consular, cuyos elementos serían los admitidos por la generalidad de la práctica internacional. De todas maneras, se detallaron explícitamente. El número de consulados de un país que pudiera establecerse en el otro sería determinado ulteriormente. Se preveían dos consulados españoles en la URSS y otros tantos soviéticos en España. 




			Sin entrar en detalles propios de un acuerdo comercial, el proyecto tenía en cuenta la característica esencial del comercio exterior soviético como monopolio exclusivo del Estado, algo sobre cuya importancia —y posibles peligros subsiguientes— Antonio Mosquera no se había cansado de subrayar.78 Por ello se aceptaba que la URSS pudiese establecer una delegación comercial sometida a ciertas condiciones: el responsable necesitaría el acuerdo (agrément) del Gobierno español, que autorizaría el número de subordinados considerados necesarios por ambas partes. El personal soviético no podría aumentarse sin el consentimiento previo del Gobierno español. La sede de la representación sería Madrid, en lugar separado de la embajada y el consulado. Su responsable gozaría del privilegio de inviolabilidad y de la inmunidad de jurisdicción en materia penal, excluyendo todas las demás ventajas y prerrogativas concedidas a los agentes diplomáticos. Sin embargo, el personal estaría sometido a las reglas de derecho común y a los mismos impuestos, cargas y contribuciones que los comerciantes españoles.79 El local no gozaría de extraterritorialidad ni otra excepción análoga y sería considerado como sede de un establecimiento comercial ordinario. En caso de que ciertos impuestos no pudieran aplicársele, los dos Gobiernos fijarían de común acuerdo las sumas que la representación debiera satisfacer. Se añadieron otras limitaciones que alargarían innecesariamente este resumen. En general, se aplicaba el modelo francés. 




			El artículo 4 se refería a los contratos que concluyera la representación comercial, bien para adquirir productos españoles de cara a la exportación o a la venta de los procedentes de la URSS en territorio español. Deberían establecer que la propiedad de los productos soviéticos vendidos se transferiría a los comerciantes españoles en el momento en que entraran en el territorio nacional. Muy importante era la idea que exponemos, retraducida, a continuación: 




			 




			Las compras efectuadas en España por la Delegación comercial serán pagadas por vía de compensación con las compras de productos y mercancías de la URSS efectuadas por España. A tal efecto, las sumas que constituyan el precio de estos últimos se abonarán a una cuenta especial abierta al Banco Exterior y de la cual se pagarán las mercancías españolas adquiridas por la Delegación. La liquidación de esta cuenta tendrá lugar el 1.º de enero de cada año y el saldo acreedor será abonado en esta fecha al gobierno al cual pertenezca. 




			 




			En resumen, un ejemplo más de compensación de productos por productos vía un clearing o acuerdo de pagos típico de aquellos años y, suponemos, muy parecido al que utilizaban los franceses. ¿Habría que objetar algo a este proyecto? No nos lo parece, teniendo en cuenta las condiciones de la época. Otra cosa es que ya en la guerra el mecanismo previsto no se aplicase en su totalidad. 




			El artículo 5 abordó el tránsito de mercancías, y el 6, la condición y los derechos de los nacionales de cada país que residieran en el otro. Todos ellos se fijarían detalladamente en un convenio de establecimiento a negociar tan pronto como fuera posible. El artículo 7 se refirió en términos generales a las reclamaciones eventuales, pero fue el artículo 8 y final el que merece destacarse: 




			 




			El principio de no intervención en los asuntos interiores queda confirmado solemnemente como regla esencial de las relaciones entre la República Española y la URSS. Cada uno de ambos gobiernos estará atento a la estricta observancia de este principo, no solamente por parte de sus propios representantes y de sus agentes oficiales sino incluso más por parte de todas aquellas personas y organizaciones que se encuentren bajo su control directo o indirecto o que reciban simplemente subvenciones del Estado. 




			 




			Es obvio que se trataba de poner coto a los excesos de propaganda prosoviética que pudieran efectuarse en España y era de prever que la formulación inicial española daría origen a una negociación dilatada. Por lo que sabemos del caso francés, cabe pensar que el proyecto español siguió sus líneas generales. 




			Madariaga se apresuró a contactar con su colega Valerian Dovgalevski el 7 de diciembre,80 lo cual ocultó en sus memorias. Con esa misma fecha le remitió el proyecto y le expresó su esperanza de que ambos Gobiernos pudieran llegar a su conclusión de la forma más rápida posible. Al día siguiente, recibió la noticia de que había sido enviado a Moscú. Previamente Madariaga había recibido nuevas instrucciones reservadas de Sánchez-Albornoz: 




			 




			El Gobierno de la República estimaba indispensable que, antes de formalizar el nombramiento de embajadores, se llegase a un acuerdo preliminar que constituyera para ambas partes garantía de que las relaciones entre los dos países han de establecerse sobre sólida base de mutua amistad y recíproco respeto. 




			 




			Además, se le indicó que, a título de reciprocidad, España podría nombrar, si así le conviniese, en vez de un simple consejero comercial una delegación de dicho tipo y que en el futuro acuerdo se llegaría a una redacción del artículo 8.º del proyecto que permitiese una mayor garantía de que toda injerencia en política interior no sería tolerada. 




			El 12 del mismo mes, Madariaga comunicó que en la misma mañana había sabido que Dovgalevski viajaría a la capital soviética, pero que había recibido instrucciones de Moscú que a la vuelta estaría en condiciones de ir a Madrid en compañía del consejero ya designado para la futura embajada, Lev Gaikis,81 y que otros dos secretarios partirían de Moscú al día siguiente con destino a España. El objetivo era empezar a preparar la instalación de la embajada. El Gobierno soviético estimaba que las negociaciones podrían tener lugar en Madrid. Añadió que los viajes del consejero y de los dos secretarios se efectuarían tras recibir seguridades de que sus visados diplomáticos se concederían sin tener que esperar en exceso. En otra nota del Ministerio de Estado se añadió que la primera idea moscovita había sido que la negociación pudiera tener lugar entre los enviados soviéticos y Madariaga. Esta precisión nos parece preocupante. La presencia del embajador español en París no podría ocultarse a la opinión pública española, aun cuando se adujera algún que otro pretexto. 




			No sorprende que Sánchez-Albornoz respondiese inmediatamente al día siguiente, ya a punto de abandonar el ministerio (lo hizo tres días después). El deseo del Gobierno, señaló, era que las negociaciones se celebrasen en París. La conclusión de un protocolo preliminar constituía la condición previa no solamente para establecer plenas relaciones diplomáticas, sino para instalar cualquier oficina o servicio soviéticos en Madrid o en España en general. También París era el lugar adecuado para conceder el visado o autorización para el viaje o establecimiento en cualquiera de las dos capitales, aunque fuese a título oficioso, de agentes respectivos. Madariaga debía explicar que las negociaciones en París con él y su satisfactoria conclusión eran condiciones previas a la autorización del viaje de Lunacharski y de los diplomáticos soviéticos. 




			Madariaga reaccionó inmediatamente el 4 de diciembre. Rogó a Rosenberg que fuera a verle —supongo que en función de la disparidad de rango— y le explicó la postura. La de Moscú —un tanto rara, todo hay que decirlo— estribaba en que dado que Lunacharski ya había sido aceptado como embajador en España, era a él a quien le correspondía negociar con el Gobierno y que, además, si su estado de salud se lo permitía, debía hacerlo. De lo contrario, la URSS se vería afectada en su prestigio. Madariaga respondió lo lógico. Los soviéticos querían saltarse las reglas habituales de protocolo. (Tenía razón porque el haber aceptado a Lunacharski como futuro embajador no implicaba necesariamente que ya pudiese ir a Madrid, cuando había cuestiones pendientes previas y que Ostrowski no habría podido desconocer.) Si los soviéticos hacían de su argumentación una objeción mayor… Rosenberg rechazó la idea y contraatacó preguntando si el Gobierno español se negaba a aceptar a Lunacharski. De nuevo Madariaga rechazó tal interpretación porque ya se había notificado informalmente la aceptación. Lo que estaba en juego era la negociación de un protocolo antes de la llegada a Madrid del embajador soviético. 




			El resumen de esta entrevista se telegrafió al Ministerio de Estado el 19 de diciembre, pero los diplomáticos españoles ya se habían adelantado. En Madrid habían pasado varias cosas extremadamente importantes. El 15, en uno de los últimos telegramas firmados por Sánchez-Albornoz, se explicaron las razones de la postura española tras hacer gala de flexibilidad. El Gobierno deseaba demostrar su buena voluntad en todo lo que se refería al establecimiento de relaciones diplomáticas normales. Incluso le parecía bien la llegada de Lunacharski a fin de negociar sobre la base de las instrucciones que Madariaga ya conocía y que igualmente debía conocer él antes de emprender el viaje. Ahora bien, tendría que negociar en Madrid antes de instalar la embajada y no podría empezar a actuar como embajador hasta que no se llegara a un acuerdo y a la firma del protocolo propuesto por el Gobierno español. Como se observa, se hacía una pequeña concesión a los soviéticos, pero que no excluía la continuación del toma y daca. Específicamente, en una nota manuscrita que tradujo las instrucciones del ministro se señaló: «para demostrar la excelente disposición y ánimo benévolo del Gobierno».82 




			 




			DIPLOMACIA EN LA SOMBRA 




			 




			Un día después, cesó Sánchez-Albornoz. La batuta pasó a Leandro Pita Romero. El 18 de diciembre, Madariaga, ya conocedor de las instrucciones de Madrid y, probablemente habiendo enviado el resultado de la conversación con Rosenberg (suponemos que habría salido poco antes, aunque el ejemplar consultado tiene fecha, como dijimos, del 19), procedió a un análisis de la situación. Reintrodujo un desiderátum preliminar. 




			En el caso de exponer a los soviéticos la flexibilidad anunciada, dando así la impresión de que se atenuaban los propósitos españoles, era verosímil que la embajada soviética mantuviese la suya. Hizo una serie de recomendaciones tendentes a orillar la cuestión, que no creemos necesario reproducir. Quizá no fueran las más apropiadas y tal vez por ello Madariaga no escribió en sus memorias una línea sobre el tema (aunque tampoco lo había hecho sobre su seguimiento de los movimientos de la conspiración monárquica en Francia contra la República). 




			Pita Romero explicó los porqués. El Consejo de Ministros se había ocupado del tema —imagino que en su primera reunión—. La negociación del protocolo en París era imprescindible porque la capital francesa era territorio neutral y las conversaciones pasarían inadvertidas. En Madrid, la prensa terminaría haciéndose eco de las mismas y sus informaciones gravitarían sobre los negociadores y sobre el propio Gobierno. Inevitablemente se crearía una atmósfera desprovista de la frialdad, objetividad y serenidad equilibradas que en negociaciones de tal tipo eran de todo punto indispensables. Convenía, además, que los Gobiernos respectivos estuviesen a cierta distancia del debate que, por muy amistoso que fuera, tenía que limar posturas distintas. El protocolo en cuestión tendía por ello a que las futuras relaciones se establecieran sobre bases tales que excluyeran dentro de lo posible todo motivo de roce o de de conflicto. Nos parece que eran argumentos razonables. 




			Conviene dejar explícito que en las instrucciones de los dos sucesivos ministros de Estado quedó meridianamente claro un aspecto: para las autoridades republicanas, las relaciones diplomáticas entre los dos países todavía no estaban establecidas plenamente, a falta del acuerdo definitivo sobre el contenido del protocolo correspondiente. Menos aún lo estaba la formalización de los nombramientos de los respectivos embajadores. Todos los tratos que se realizaban en París entre ambas partes eran, pues, de carácter preliminar. En ello se incluían los tanteos previos sobre los nombres para embajadores u otros miembros de las futuras misiones diplomáticas. 




			Sentado lo anterior, Pita Romero se sinceró con Madariaga. También se trataba de evitar que el establecimiento de las relaciones (que el Gobierno realmente deseaba) pudiera servir de ocasión 




			 




			a la instalación en España de una red de propaganda política soviética. Precisa, además, que en forma tan cortés como clara dé V. E. a entender cuando llegue el caso que el hecho de que se haya concedido el plácet al Señor Lunacharski no significa por el momento sino que, llegado el caso de que queden establecidas las relaciones diplomáticas con arreglo a determinadas bases, dicho Señor sería la persona grata. No es concebible por otra parte (…) que en asunto de tal índole, que debe basarse precisamente sobre mutua amigable inteligencia y con el ánimo de establecerla, se empleen argumentos que no tengan este carácter. 




			 




			En el Ministerio de Estado y, suponemos, en el nuevo Gobierno hubo de sorprender que los soviéticos intentaran enviar a Madrid prematuramente a varios agentes oficiosos e incluso al «señor embajador», violentando el punto de vista del país anfitrión. De nuevo Madariaga volvió a hablar con Rosenberg. Encontró en él cierta preocupación por las consecuencias de cara a posibles precedentes, pero se reiteró en su postura, falto de nuevas instrucciones que solicitaría. Poco después, Lunacharski falleció en Menton. Se había cerrado una ventana de oportunidad, pero me atrevo a afirmar que no por parte española. 




			En 1935, el rey Carlos II de Rumanía charló sobre el tema con el embajador en Bucarest, el repetidamente mencionado Pedro Prat y Soutzo. Le dijo que deploraba el fallecimiento del comisario soviético, hombre culto y tal vez el único de los bolcheviques que conocía España, su grandeza y su arte. Habría sido más bien embajador de España cerca de Moscú que embajador de Moscú ante el Gobierno español. Sin embargo, felicitó a Prat por no tener relaciones diplomáticas con los soviets. Él mismo se resolvió a aceptarlas por una necesidad política y debido a la situación geográfica de Rumanía. También hablaron de Ostrowski. El rey dijo que había oído de su papel en los acontecimientos revolucionarios de Asturias y de la ambición que entonces tenía de que le nombrasen embajador en Madrid. Añadió que le había sido muy difícil decidirse a recibirlo, pero que Ostrovski se había conducido con mucho tacto y que era un hombre inteligente y hasta simpático.83 




			Volviendo a España, cuando Fernando de los Ríos estaba ya en la oposición socialista, en la sesión de las Cortes del 9 de febrero de 1934, dirigió a Pita Romero una batería de preguntas. Partió de ciertas afirmaciones: el Gobierno del que había formado parte había consultado, con quien tenía que hacerlo, «el estatuto complementario del acto de reconocimiento»; había nombrado embajador en Rusia (sin embargo, no llegó a publicarse en la Gaceta) y existía un estudio sobre futuras relaciones comerciales (no localizado) en el que se había dibujado un capítulo importante para la economía española (hierro, plomo, construcción de locomotoras, productos del corcho). Planteó después una pregunta: «¿Qué ha ocurrido para que esta relación con Rusia haya quedado muerta antes de nacer, pero después de haber sido objeto de un trato recíproco de los gobiernos?».84 




			Lo que probablemente había ocurrido puede desprenderse de un informe, sin fecha, redactado por el subsecretario Manuel Aguirre de Cárcer, posterior embajador republicano en Bruselas y Roma. Se basó en las informaciones transmitidas desde Berlín, adonde había ido el exministro Luis de Zulueta como representante de la República. En ellas se hizo eco del volumen, extensión e impacto de la propaganda prosoviética en Alemania (probablemente de carácter histórico, porque Zulueta estuvo en los años del Tercer Reich). Alertó de los focos de propagación en la embajada y en la delegación comercial y sugirió tres alternativas para evitar los riesgos: alargamiento indefinido del statuo quo; aplazamiento momentáneo del nombramiento de embajador y envío a Moscú de una misión exploratoria o designación de embajador y negociación inmediata en París de un protocolo preliminar. También sugirió la posible plantilla de la embajada con un consejero ministro plenipotenciario; tres secretarios (uno de primera clase y dos de segunda); un agregado militar; dos consejeros comerciales más un cónsul general en Leningrado y otro de primera clase en Odesa o Kiev. 




			El 25 de mayo de 1934, en el Ministerio de Estado se preparó una comunicación dirigida al embajador en Berna, entendemos que para su traslado a Madariaga. Es también, que sepamos, totalmente desconocida. Tras explicar las gestiones realizadas hasta el momento finalizaba como sigue: 




			 




			No desea el Gobierno hacer imposible, ni siquiera retardar, el intercambio de representantes diplomáticos y consulares entre ambos países, condicionándolo tan solo a la definición de sus funciones, prerrogativas y facultades. En este concepto, es conveniente que si la ocasión se presenta en el curso de las reuniones de Ginebra, tantee V. E. nuevamente el terreno cerca del Representante soviético en la Conferencia del Desarme, u otro representante legítimo del Gobierno de los soviets, con quien pudiera V. E. ponerse al habla, tratando de llevarle a la discusión de los puntos que se contienen en el adjunto proyecto y esforzándose por llegar a entregar el mismo proyecto de acuerdo para que sea objeto de estudio por el Gobierno de los soviets. 




			 




			Poco después, el 5 de junio, Madariaga comunicó que había entregado a Litvínov el proyecto de protocolo tres días antes; que habían discutido la cuestión en la noche del 4 y que el comisario soviético aceptaba en principio la negociación antes de llevarse a cabo la instalación del embajador. Litvínov estaba dispuesto a establecer un acuerdo previo mediante canje de notas, en Ginebra, sobre puntos relativos a la limitación de la representación diplomática y consular, privilegio de extraterritorialidad, etc. Se reservaba para negociar, después de la instalación de la embajada, las cuestiones técnicas de orden social y las relativas a la delegación comercial. El comisario expresó su creencia de que surgirían, eventualmente, dificultades en cuanto al último párrafo del artículo 4 del proyecto. Se trataba del pago de las compras efectuadas en España por tal delegación mediante compensación con las de productos y mercancías procedentes de la URSS que España realizase. A dicho efecto se prevía la apertura de una cuenta especial, en un banco español, en la cual se ingresaría el precio de las compras verificadas por la URSS y con cuya cantidad serían satisfechas las mercancías españolas adquiridas por la delegación comercial soviética. 




			Lo que el Ministerio de Estado proponía era, en esencia, un mecanismo de compensación y de pagos que ligaba las importaciones españolas de la URSS a las ventas que la República efectuase en esta. Es decir, una forma de incitar a las empresas españolas a incrementar sus exportaciones. Dada la dependencia estructural de la República de los suministros petrolíferos soviéticos, pensamos que el Gobierno estaba dispuesto a adoptar las medidas necesarias para estimular las ventas a Moscú. 




			Litvínov también se mostró un tanto reservado respecto a otro párrafo del mismo artículo, que hacía referencia a garantizar que la propiedad de los productos o mercancías exportadas desde la URSS a España hubieran sido transferidas efectivamente a comerciantes establecidos en nuestro país en el momento en que dichos productos penetrasen en el territorio español. 




			En una exposición de la Dirección de Política el 7 de junio al ministro de Estado se indicó, además, que Litvínov había señalado «no tener prisa en cuanto a la instalación de la delegación comercial». Había sugerido además que el personal de la embajada sería muy reducido por razones de economía. Quizá bastaría con acreditar en Madrid al embajador en París «por la dificultad de hallar persona apta». Evidentemente, esto representaba un recorte de las pretensiones soviéticas. 




			Madariaga solicitó que, de considerarse aceptable la propuesta, se le remitiesen instrucciones sobre las cláusulas del protocolo que España consideraba indispensables para el primer canje de notas. Las no incluidas quedarían para negociarse después de la instalación de la embajada. Nos parece, pues, que a principios de junio de 1934 estaba a punto de conseguirse el ansiado breakthrough. 




			El 20 de julio, el Consejo de Ministros aprobó la remisión a Madariaga en París de un telegrama, firmado por el entonces nuevo ministro de Estado, Juan José Rocha. Autorizaba el establecimiento de un acuerdo previo sobre prerrogativas e inmunidades de las respectivas embajadas y el número de personas que las integrasen. Respecto al número de consulados, se preveían de entrada dos en cada país, y se añadió una expresión relativa a la no intervención en los asuntos internos. Todos ellos eran puntos absolutamente básicos para el Gobierno republicano. También se resolvió la consulta de Madariaga: las mercancías importadas habían de corresponder de manera efectiva a las compras realizadas por comerciantes establecidos en España. No debían servir como elemento de especulación para la delegación comercial soviética, que de otra manera podría actuar con ventaja pudiendo realizar la competencia a los importadores españoles al amparo de su situación oficial. 




			Ateniéndonos a la EPRE localizada, de lo que antecede cabe extraer ciertas conclusiones. La primera es que ni el Gobierno de Azaña ni los de Martínez Barrio y Lerroux parece que quisieran sabotear el establecimiento de relaciones. Esta tesis se contrapone a lo sostenido en la prensa de izquierdas de aquel momento y a mucho de lo que se ha afirmado después en la historiografía, ciertamente por autores de derechas. De todas maneras, para asentarla sería imprescindible explotar la documentación interna soviética. Algo de lo que ha trascendido se abordará posteriormente. 




			La segunda conclusión es que, si bien la evidencia consultada contiene ciertas lagunas, en el Ministerio de Estado hubieron de tener algún impacto las experiencias francesas y británica85 de los años veinte. Resolver potenciales puntos de discordia antes de proceder al establecimiento de embajadas en condiciones normales parecía razonable. 




			Los soviéticos atravesaron o iban a atrevesar por una situación parecida (aunque muchísimo más importante) en el mismo período en el caso de Francia. El ministro de Asuntos Exteriores francés, Joseph Paul-Boncour, propuso a Moscú un pacto de asistencia mutua y la entrada en la SdN como base de su negociación, tras el portazo que Hitler había dado a la organización internacional en octubre de 1933. Aunque con reticencias, los soviéticos aceptaron las ideas de París ante la posibilidad de que otros dirigentes franceses en el futuro se orientaran en una dirección diferente.86 El pacto se materializó el 2 de mayo de 1935, pero un tanto aguado.87 




			El caso norteamericano tiene algunas semejanzas con el español, pero fue menos complicado. Franklin D. Roosevelt hubo de vencer, ciertamente, la resistencia de los diplomáticos del Departamento de Estado, de amplios sectores de la opinión pública y de la jerarquía católica. Acudió a Henry Morgenthau, a quien había nombrado a la cabeza de una organización de créditos a los agricultores. Este conectó con la empresa soviética de comercio en Nueva York, AMTORG, a través de dos intermediarios y comenzó con unas exploraciones preliminares que no llegaron a nada a pesar de la impaciencia del presidente. El equivalente no existía en España, pero podrían servir de mecanismo los viajes de Ostrowski y los contactos con él. 




			Como en el caso español, los soviéticos no estaban interesados en un reconocimiento de hecho sino de iure y en el establecimiento de plenas relaciones diplomáticas. Morgenthau recurrió entonces a William C. Bullitt, que había visitado el año anterior la URSS y varios países europeos. El presidente lo había nombrado asesor especial del secretario (ministro) de Estado, Cordell Hull. La diferencia es que los norteamericanos negociaron previamente con los soviéticos todas las cuestiones que podrían plantearse tras el reconocimiento diplomático. Cuando el 16 de noviembre de 1933 se hizo pública la noticia, Litvínov intercambió las cartas formales al efecto con varias otras en que se fijaron por escrito los correspondientes acuerdos, entre ellos el relativo a la no interferencia soviética en los asuntos internos norteamericanos.88 




			Esta técnica no hubiera sido posible en España y no parece que Ostrowski hubiese recibido instrucciones en contrario. De aquí que las cuestiones a resolver en el caso español quedaran para más adelante. También es posible que, en aquellos momentos, en Moscú se considerara este como un asunto menor, sobre todo porque después de Estados Unidos ya en 1934 se multiplicaron los reconocimientos que otros países hicieron de los soviets. La acumulación de éxitos pudo poner en la sombra el caso de España. 




			Un detalle minúsculo, pero quizá significativo, es que la suscripción española a revistas y periódicos soviéticos no se interrumpió. Ignoro si en aquella época en el Ministerio de Estado existía o no un equipo que pudiera traducir e interpretar las informaciones en ellos contenidos. Lo que sí está claro es que a lo largo de los dos años siguientes la visión sobre lo que acaecía en la URSS no vino dada por diplomáticos españoles en ella destinados, sino por los despachos y telegramas de quienes estaban en puestos en países limítrofes, tales como los bálticos, Rumanía, Polonia y algún otro. 
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